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A la memoria de Olga,
a quien, no habiendo conocido, siempre eché de menos,
y a las de Angélica y Humberto,
a cuya cercanía debo tanto.

		


		
			la justicia entre nosotros

			En este volumen se encuentra un conjunto de trabajos acerca de diversos aspectos de la justicia, que corresponden a cinco países de la región andina en diferentes momentos. Los textos incluidos —si bien algunos se respaldan en un trabajo que buscó ser exhaustivo mientras otros apenas dan una mirada provocadora al tema que encaran— tienen en común tanto una manera de «ver» el derecho —esto es, de definirlo en cuanto objeto de estudio— como una forma de abordarlo1.

			En lo que se refiere al objeto derecho, se parte aquí de la renuncia a examinarlo como idea —e incluso solamente como texto legal— para analizarlo, en cambio, como un fenómeno presente y actuante en la realidad, a menudo con características y efectos bastante distintos de aquellos que el legislador creyó definir. Es una mirada que sigue a quienes trazaron debidamente la diferencia entre law in books y law in action, para optar por el segundo. Esto implica pasar del estudio de la ley —que entretiene a demasiados estudiosos del derecho— al examen de su vigencia y aplicación, así como los resultados sociales que el derecho efectivamente contribuye a producir. Introducida esta perspectiva en la Pontificia Universidad Católica del Perú a fines de la década de 1960 —dentro de un movimiento de reforma de la enseñanza del derecho que abarcó a varios países de la región—, si bien nunca se hizo preponderante en el análisis latinoamericano del derecho, produjo una ruptura en él que introdujo una consideración de la efectividad de las normas, que desde entonces se ha hecho algo menos prescindible. 

			En este enfoque interesan, desde luego, tanto el funcionamiento del conjunto del sistema y sus productos como el comportamiento y la responsabilidad de los actores que están a cargo de él: jueces, fiscales, defensores y abogados litigantes. Es una mirada que no disimula un propósito crítico referido a la realidad del derecho y una aspiración de reformarla. A diferencia del enfoque exegético —probablemente aún predominante entre los operadores de los sistema de justicia de la región—, que se detiene en los antecedentes y los propósitos aparentes de la norma, a menudo para justificarla, en este análisis alternativo se pone énfasis en aquello que no funciona como la ley previó y en los rendimientos socialmente indeseables de su puesta en ejecución. Desde esta mirada, en el terreno de la administración de justicia, esos rendimientos no solo son escasos y tardíos sino arbitrarios y discriminatorios con el ciudadano de a pie —integrante de la mayoría—, que no puede pagar un buen abogado y carece de vínculos con los poderosos.

			La opción conceptual adoptada conlleva el uso de un conjunto de métodos destinados a asir la realidad que se pretende estudiar. Adiós a la exégesis del texto de la ley y bienvenida a la estadística, la encuesta, la entrevista en profundidad y, muy especialmente, el análisis del producto de la actuación de los operadores legales; esto es, sentencias, dictámenes y recursos, como evidencias de aquello que el derecho es capaz de producir en los hechos, amparándose suficientemente o no en los textos normativos.

			Trabajados desde esa aproximación al derecho y con estos instrumentos —que en derecho son poco usuales—, en este volumen se reúnen textos que están referidos a cuatro de los asuntos que desde esta perspectiva resultan cruciales en materia de justicia. Ellos son: diagnóstico del sistema de justicia, independencia judicial, gobierno de las instituciones del sistema, y logros de las reformas emprendidas y papel de los actores externos en ellas.

			Pobreza en los diagnósticos

			Los diagnósticos del estado de la justicia constituyen un tema clave, especialmente cuando se tiene en la mira la reforma del sistema. No obstante, son un tema poco atendido y este desinterés resulta especialmente llamativo en las facultades de derecho. La ausencia no solo es evidente en la mayor parte de los planes de estudio sino que, en general, la temática del funcionamiento y la operación concreta de las instituciones de la justicia no se encuentra sino excepcionalmente en el tratamiento que en nuestros países los docentes de derecho dan a su materia, amparándose en el criterio de que «la práctica» es un asunto distinto a «el derecho» y, en consecuencia, no les concierne. La creciente dependencia del mercado y la actual prevalencia del lucro como orientador de la oferta y la tarea universitarias no han mejorado, en estos aspectos, la situación de la mayoría de facultades de derecho en la región que, en verdad, están sujetas a un proceso degenerativo.

			Los trabajos de diagnóstico de la justicia, allí donde los hay, han sido hechos —o inducidos— por instituciones externas, generalmente pertenecientes a la cooperación internacional. Pero las evaluaciones del funcionamiento de la justicia cuando no son insuficientes, de manera paradójica, son redundantes; las que existen a menudo se repiten, basadas en encuestas de opinión, no en datos duros acerca de cómo operan las instituciones y, como tendencia, muchas se limitan a confirmar lo que entre los propios actores del sistema prevalece como el aparente «sentido común» en vigencia; esto es: los problemas se deben a una falta de recursos que debe remediarse con un mayor presupuesto y la multiplicación de edificios, despachos y cargos. Es decir, más de lo mismo.

			Acerca de la justicia entre nosotros todavía hace falta saber datos elementales, pero que sean confiables, acerca de asuntos tan simples como cuánto duran los procesos. Conforme se examina para el caso peruano en uno de los trabajos de este volumen y para el caso ecuatoriano en otro, las instituciones del sistema de justicia han vivido —y muchas en América Latina todavía viven— de espaldas a las cifras, las estadísticas y los datos precisos acerca de su actividad. Peor aún, las cifras disponibles, incluso las publicadas, no son confiables. Probablemente, desatención, dejadez y descuido se originan en la mentalidad que se cultiva en las facultades de derecho y que, concentrada su atención en los signos cifrados que son propios del universo cerrado de la legalidad, opta silenciosamente por prescindir de las señales emitidas desde la realidad. 

			Que esa desatención del dato se repita con tanta frecuencia en las instituciones de justicia de la región acaso merezca algún elemento de explicación complementario a la mirada sobre el derecho que se cultiva en las facultades de derecho. Desechar los datos permite, entre otras evasiones, excluir toda consideración acerca de la productividad del sistema. Tanto el trabajo referido a la producción judicial en Ecuador como el examen de la información estadística en el Perú revelan que el significativo aumento de recursos ejecutado en ambos países en la década anterior no tuvo ningún impacto en la producción de sentencias. Cuando se descarta mirar la relación entre presupuesto asignado y sentencias dictadas es posible seguir reclamando más recursos que en realidad no tendrán rendimiento. De ese modo, se puede cargar a otros la responsabilidad del estado de cosas existente en el sistema de justicia.

			En el diagnóstico sobre el caso ecuatoriano se procuró abarcar tanto los aspectos cuantitativos como los cualitativos del trabajo del sistema de justicia. Los resultados probablemente no son excepcionales en la región andina y por eso, precisamente, ahondar los datos en torno a ciertos rasgos —como se hace en el texto— resulta de interés. Entre los aspectos cuantitativos, acaso el más curioso proviene de la curva de casos resueltos anualmente que, como se ha visto, no guarda relación con el incremento de recursos pero sí corresponde al número de causas ingresadas; esto es, cuando entran más casos el sistema parece «responder» produciendo más decisiones según un «mecanismo de ajuste» que no tiene explicación sencilla. Pero, sin duda, los aspectos cualitativos resultaron de mayor interés al poner de manifiesto —sobre la base de una muestra representativa de sentencias que abarcó la mayor parte del país— la debilidad probatoria de las decisiones, el pobre manejo jurídico de los jueces, las prácticas perniciosas, si no corruptas, que se hallan entronizadas en los procedimientos y, por encima de todo, la posición adoptada por el juez en el proceso, que se limita a revestir su actuación con formas de aparente legalidad, aunque esto conduzca, desde un marcado desinterés por el trabajo a su cargo, a resultados en los que no se administra justicia.

			El estudio sobre el caso ecuatoriano no revela un caso excepcional en América Latina; estudios previos han mostrado una pobreza similar de las decisiones judiciales en países como Guatemala (Pásara, 2000) y México (Pásara, 2006). En la base de esos habituales rasgos de las sentencias puede hallarse más de un vicio padecido por la justicia entre nosotros. Primero, que la tarea de redactar las sentencias se haya desplazado a personal auxiliar que no tiene la calificación necesaria para la tarea, dándose como justificación el volumen de causas que no permitiría al juez cumplir personalmente con la labor que le ha sido encomendada; segundo, que los mecanismos de reclutamiento de magistrados no sean capaces de seleccionar a los más idóneos o, llevando más lejos el argumento, no encuentren suficientes profesionales capaces que estén interesados en incorporarse a las responsabilidades de juez o fiscal; tercero, que las instituciones del sistema no cuenten con mecanismos de seguimiento y evaluación que reparen en la calidad del producto que se elabora en ellas; por el contrario, una extendida complicidad más bien se encarga de encubrir las arraigadas deficiencias en la materia.

			De modo lamentablemente complementario, los estudios sistemáticos sobre decisiones judiciales son escasos en la tradición académica de los países de la región andina. Algo se ha hecho en materia de jurisprudencia, considerando como tal las decisiones adoptadas por las altas cortes; pero las estadísticas demuestran que a este nivel llegan pocas causas y, generalmente, en razón de la familia de derecho a la que pertenece la región, la jurisprudencia carece de formal obligatoriedad. Ambos factores hacen dudoso, cuando menos, el impacto de la jurisprudencia. En cambio, el ciudadano de a pie recibe la sentencia del común, que representa a la mayoría de decisiones pero no se estudia. Contar con un retrato preciso de estas decisiones «del montón» es probablemente la mayor necesidad no satisfecha en los diagnósticos de la justicia en la región. Su utilidad reside no solo en la posibilidad de determinar aquello que el sistema hace con los casos que recibe sino en evaluar el desempeño de sus actores, esto es, jueces, fiscales y abogados de las partes. Esto último, el papel de los profesionales del derecho que dicen defender los intereses de quien debe comparecer ante los tribunales, es, con seguridad, el asunto más privado de atención en el funcionamiento de la justicia en la región andina.

			Insuficiente independencia judicial

			Acaso la independencia judicial sea el de mayor importancia entre los cuatro asuntos centrales que se abordan en este libro. Es el principio propio de un sistema democrático, destinado a asegurar la imparcialidad del juez en los casos que son sometidos a su conocimiento. Pero, como respecto a los demás asuntos, más que mirar a su plasmación en los textos legales, importa ver tal principio en la realidad de la operación del sistema.

			Los términos en los que de hecho opera la independencia judicial en un país determinado expresan la relación entre justicia y poder en ese medio y esa circunstancia. Porque quienes ejercen el poder se interesan activamente por determinados casos que el aparato de justicia procesa, con el propósito de influir en su resolución. En América Latina tenemos una larga tradición contraria a la independencia judicial; esa tradición ha ido construyéndose con el apoyo de una serie de recursos destinados a controlar al juez desde el gobierno, cuando intereses políticos o económicos así lo requieren: sistema de nombramientos y mecanismos disciplinarios, provisionalidad en los cargos, traslados arbitrarios, ceses irregulares y jubilaciones prematuras. 

			Además de las decisiones adoptadas desde el poder para castigar al juez independiente, se ha ido creando en las instituciones del sistema de justicia un ambiente en el que, mediante mecanismos abiertos o velados, se disuade a los atrevidos, es decir, a aquellos que formulan un dictamen o firman una sentencia que no consulta los intereses de los poderosos. Ese ambiente habita en las entidades de administración de justicia pero, respecto a ciertos asuntos clave, se transmuta en un clima social en el que, con la decisiva cooperación de los medios de comunicación, se admite como un hecho normalizado que públicamente las autoridades amedrenten al operador de justicia en unos casos e induzcan su decisión en otros, con el propósito de obtener de la justicia aquello que buscan.

			La relación entre justicia y poder2 es un asunto de importancia extraordinaria en la definición de la justicia entre nosotros que, sin embargo, ha sido relegado a un tratamiento formal en los enfoques usuales del constitucionalismo tradicional. Examinado en el nivel de casos específicos, en los que interviene el interés poderoso para inclinar el resultado, o en términos del conjunto del sistema, como ocurre en materia de nombramientos judiciales, conocer cómo opera concretamente esta relación resulta un factor definitorio en la calidad de la justicia que tiene una sociedad dada.

			En el presente libro se han incorporado dos trabajos que examinan el asunto en concreto. Uno es el que aborda la independencia judicial en el marco de la «revolución ciudadana» que se instaló en el gobierno de Ecuador en enero de 2007. Su base empírica es minuciosa porque, además de estudiar documentalmente una docena de casos de alta repercusión pública, incluye el análisis de 42 resoluciones del Consejo de la Judicatura —que no son públicas— mediante las que se destituyó a 57 jueces, precisamente debido a haber adoptado resoluciones que no correspondieron a las expectativas existentes en el gobierno. El informe se publicó en 2014 y en ese país fue objeto de un debate intenso —frecuentemente áspero— en el que participó públicamente el propio presidente Rafael Correa en varias ocasiones. El caso ecuatoriano muestra cómo, en los tiempos que corren, un régimen autoritario diseña y pone en ejecución un sistema destinado a controlar de cerca a los jueces, para asegurarse de que las decisiones adoptadas concuerden con los objetivos de quienes gobiernan, trátese de la represión contra aquellos que disienten políticamente del régimen o de la indemnización reclamada por una empresa contratante con el Estado, que vio incumplirse sus derechos.

			El otro trabajo que concierne a la independencia judicial —o, más bien, a su insuficiencia— examina la cuestión en torno a un asunto específico: la prisión preventiva. El texto tiene un carácter comparativo, dado que incluye los casos estudiados en Colombia, Ecuador y Perú; llama la atención que, más allá de las diferencias legales y políticas entre un país y otro, las coincidencias resalten: la intervención pública de la policía y de las autoridades que buscan influir sobre la decisión judicial y la creación de una atmósfera social —construida con la activa complicidad de los medios de comunicación— en la que el fiscal, primero, y el juez, después, han de verse compelidos a imponer la medida de prisión preventiva en los casos de repercusión mediática, aunque jurídicamente la determinación resulte excesiva o incluso francamente contraria a las normas constitucionales y legales vigentes.

			Si el caso de Ecuador muestra un sistema general de control sobre los jueces, que se condice con la naturaleza del régimen político de «la revolución ciudadana», el tema de la prisión preventiva resulta una intersección privilegiada —cual sea el régimen político— de encuentro entre determinadas necesidades del poder y la competencia que cabe a la justicia. No obstante, hay lugar para formular la conjetura de que la prisión preventiva no es el único lugar donde tiene vigencia un clima de una naturaleza tal que induce al operador de la justicia a actuar, normas aparte, en el sentido que interesa a quienes ejercen el poder. El examen de lo que ocurre con la prisión preventiva permite identificar formas y mecanismos de esa vinculación que, con seguridad, se produce en muchos otros terrenos.

			Cambios en el gobierno judicial

			El desempeño de los componentes institucionales del sistema ha recibido cierta atención en las últimas décadas y, en particular, destaca el trabajo realizado en torno a los nombramientos judiciales, que han sido objeto de examen y de determinados cambios, adoptados con el objetivo declarado de lograr una mejor selección de los operadores de la justicia. Los nombramientos, tradicionalmente vinculados a las instancias formales del poder político —ejecutivo o legislativo—, además de procurar para la función judicial gentes cercanas o cuando menos dóciles a los intereses predominantes, sembraron mediocridad en las instituciones del sistema. Salvo excepciones, quienes aceptaron los cargos bajo esas reglas de juego fueron aquellos que no tenían un futuro profesional brillante en otras vías. De los cambios introducidos en las últimas décadas surgieron los consejos (de la judicatura o la magistratura) que, dentro de la estructura del poder judicial o fuera de ella, han reunido una diversidad de integrantes y, sobre todo, han introducido el sistema de concursos públicos para proveer plazas, reforma que —pese a las limitaciones generadas en la práctica— ha producido ciertos efectos saludables en los aparatos de justicia.

			En este volumen se incluyen dos trabajos que corresponden al área del gobierno judicial. El primero está referido a un caso de selección de magistrados de altas cortes, que es único en el mundo y que probablemente esté condenado a no subsistir: la elección popular de autoridades judiciales introducida en Bolivia por la constitución de 2008. El texto da cuenta de ese proceso y sintetiza sus resultados, que no parecen haber sido favorables ni en lo que se refiere a la supresión de lazos estrechos entre el poder y los magistrados elegidos ni en lo atingente a una mejora en la calidad profesional de estos. De allí que el mecanismo de elección popular haya sido cuestionado por todo el espectro político boliviano, incluido el del gobierno que lo propició, y probablemente no sea mantenido en el desarrollo de las reformas anunciadas en 2015. No obstante, historiar el intento, como se hace en este volumen, puede ser aleccionador para quienes en el futuro, decepcionados del resultado de otros mecanismos de designación, piensen en la elección popular como una opción alternativa.

			El segundo trabajo incluido en esta área es el examen empírico de los procesos disciplinarios realizados por el Consejo Nacional de la Magistratura peruano entre 2009 y 2013. El interés del tema es doble. De un lado, si los nombramientos son la primera clave para comprender tanto la relación entre jueces y poder como la calidad de quienes son designados, la segunda reside en los procesos disciplinarios. Esto se debe a su gravitación sobre la carrera que realizan jueces y fiscales, tanto cuando son utilizados persecutoriamente para sancionar a los díscolos con el poder —como se ha visto en el caso de Ecuador— o, por el contrario, benévolamente para favorecer a quienes, siendo complacientes con los poderosos, incurran en alguna falta. De otro lado, pese a las limitaciones del organismo que se hicieron evidentes en el trabajo de campo, el Consejo peruano ha logrado un nivel de institucionalización de sus procesos que, si bien no lo exime de críticas importantes —especialmente las referidas a los mecanismos de designación de sus integrantes—, resulta de relevancia en la región andina, donde solo el Consejo de la Judicatura colombiano puede ser comparado con él en términos de resultados.

			El examen de los procesos disciplinarios en el caso peruano pone de manifiesto la difícil problemática que corresponde a un asunto donde aparecen retos y dilemas que no tienen resolución sencilla. Primero, la tipificación de faltas 
—esto es, actos que no constituyen delito— que puede cometer un magistrado encuentra el grave riesgo de incurrir en vaguedad o imprecisiones que, como se ha visto en el estudio del caso ecuatoriano que se incluye en este volumen, pueden ser utilizadas para canalizar interferencias que vienen desde el gobierno y recaen arbitrariamente en el procesado. Definir con precisión, pero sin caer en insuficiencias, las faltas que ameritan sanción constituye un importante desafío. Segundo, aunque legalmente se reconozca que la investigación disciplinaria no puede actuar sobre el ejercicio de criterios jurisdiccionales, en la práctica es indispensable, y al mismo tiempo sumamente riesgoso, evaluar si en un caso dado un fiscal o un juez ejerció o no su poder de decisión más allá de lo dispuesto por las normas. ¿Esta tarea implica ingresar en el terreno jurisdiccional? ¿Cuál es el límite para considerar razonable o no determinada interpretación de la ley? Una vez admitida la necesidad de someter a la responsabilidad de instancias independientes la actuación de los magistrados, estos grandes interrogantes no pueden ser resueltos mediante respuestas simples.

			En un balance rápido puede sostenerse que, a pesar de los cambios introducidos en el sistema de gobierno judicial en los países de la región andina, tanto nombramientos como procesos disciplinarios ofrecen más insuficiencias que logros. Pese a su importancia, a la voluntad política eventualmente congregada para buscar mejoras y a la diversidad de reformas intentadas, los resultados no son satisfactorios y de la cortedad de esos alcances se derivan males enraizados que sufren el usuario y los ciudadanos en general3.

			La experiencia de las reformas

			Las reformas del sistema de justicia, que en América Latina se iniciaron en la década de 1980, han tenido rendimientos que son dispares e incluso cuando han sido exitosos no siempre han resultado duraderos. En medio de la heterogeneidad multiplicada por cambios parciales y de efectos diferenciadores —tanto entre un país y otro como en el propio país—, han surgido algunos hechos que marcan distancia con la tradición de la justicia entre nosotros. 

			De una parte, han surgido jueces y fiscales capaces de comportarse según su propia comprensión de normas y hechos, posicionamiento que los ha llevado a enfrentamientos con poderes establecidos que, en ciertos casos, han prevalecido sobre la voluntad de ejercer la independencia propia de un magistrado. De otro lado, el procesamiento de casos de corrupción y de abusos de poder en los niveles más altos ha llegado a condenas que deberían ser ejemplares. En este rubro uno de los casos más importantes es la condena del ex presidente Alberto Fujimori, a 25 años de prisión por violaciones de derechos humanos, impuesta en 2009 y confirmada en 2010. Este caso dista de ser una excepción; así lo sugieren el proceso judicial de la llamada «parapolítica» en Colombia y el enjuiciamiento de militares que cometieron atrocidades durante el régimen de Pinochet en Chile, entre otros ejemplos relevantes.

			Puede estimarse que los magistrados independientes no conforman mayoría en los países de la región andina y puede sostenerse que son muchos los casos de abuso de poder que no reciben sanción alguna. Esa realidad, grave como es, no puede llevar a perder de vista que los avances logrados —no obstante su cortedad— constituyen importantes rupturas de la trayectoria histórica de la justicia en la región andina.

			Las reformas de las cuales han surgido esas rupturas constituyen el cuarto ámbito entre los asuntos contenidos en este volumen. Se ha escogido como foco de atención aquella reforma que abarcó más países en la región y se desarrolló en mayor profundidad: la reforma procesal penal, que fue anclada en uno de los problemas de creciente gravedad en la región, la inseguridad ciudadana. 

			Dos de los textos incluidos en este libro se refieren a los rendimientos de la reforma procesal penal. El primero corresponde al estudio realizado en Chile entre 2007 y 2008, cuando esta reforma empezaba a ser discutida en el ámbito regional debido a sus logros insuficientes, debate en el que, sin embargo, el caso chileno se planteaba más bien como modélico. El acceso a los expedientes de trabajo de los fiscales chilenos permitió detectar tempranamente ciertos efectos de la reforma que luego se hicieron evidentes en varios otros países: no procesar casos que tenían mérito pero requerían un mayor esfuerzo de investigación, el discutible uso de las salidas alternativas al enjuiciamiento y la desconsideración de la habitualidad del delincuente en el momento de decidir sobre medidas cautelares y en el de imponer sanciones. Estos problemas, que el estudio documentó de manera pormenorizada, en Chile fueron posteriormente materia de algunas reformas que intentaron resolverlos. No obstante, en los otros países de la región andina que adoptaron la reforma procesal penal —Bolivia, Ecuador y Perú— tales inconvenientes se manifestaron igualmente.

			Del mismo modo que otras de las reformas introducidas en la justicia, los resultados de la renovación del procedimiento penal han sido insuficientes o, en algunos casos, decepcionantes. El segundo texto aquí incluido así lo revela, al examinar comparativamente hasta 2010 algunas evidencias provenientes de Ecuador y Perú, además de Chile. Desde esa perspectiva más amplia, resulta reforzada la impresión de una respuesta escasa del sistema penal frente a la magnitud de la demanda social que recibe, escasez que la reforma no ha resuelto sino, más bien, ha puesto en evidencia al descartar rápidamente los casos que no serán materia de investigación. Asimismo, la ausencia de una política de persecución penal expresa —al tiempo que, en términos genéricos e imprecisos, se proclama que se concentrará la acción en los delitos que causan mayor daño social— ha propiciado en las instituciones del sistema cierto nivel de facilismo, por el que se escogen los casos más sencillos para ser perseguidos y sancionados, cuando no de arbitrariedad o, en el extremo, de corrupción. En suma, el descarte masivo de casos por las fiscalías, la utilización cuestionable de las salidas alternativas y la falta de control sobre el cumplimiento de penas distintas a la de prisión han convertido a la reforma procesal penal en un factor que en poco o nada contribuye a enfrentar la problemática creciente del delito y la inseguridad en la región.

			Un asunto vinculado a las experiencias de la reforma es el referido al papel de la sociedad civil en ese proceso. La conexión entre reforma de la justicia y sociedad civil deriva de la constatación de que para transformar la justicia se necesita la concurrencia de diversos actores. Ocurre que en las últimas décadas se ha demostrado que algunos de los actores más obvios —jueces, abogados y políticos— no están comprometidos con ese cambio. No solo no les interesa el cambio sino, peor aún, anticipan que no les conviene y se comportan en consecuencia. En los niveles más altos, los cambios acarrean pérdida de poder; en los más bajos, cuando menos, implican dejar rutinas, adoptar prácticas a las cuales quienes están en la función no se encuentran habituados y, probablemente, acaso les acarreen la pérdida de algunos beneficios, legales o no. En otras palabras, para muchos actores del sistema de justicia es preferible dejar las cosas como están. En consecuencia, de esos actores, que son protagonistas en la administración de justicia, proceden las mayores resistencias a la reforma. 

			De allí que, desde hace cierto tiempo, se haya planteado la necesidad de una demanda social potente para que la reforma sea posible. La tesis no procede de la teoría sino, más bien, está enraizada en experiencias concretas. La atención públicamente puesta por sectores de opinión sobre el nombramiento de jueces hizo posible en Argentina, República Dominicana o Guatemala, por ejemplo, que en su momento los políticos renunciaran, cuando menos en parte, a manejar el asunto como propio y tuvieran que ventilarlo públicamente y justificar sus decisiones. En muy diversas ocasiones y países, la atención de los medios de comunicación y la reacción de diversos grupos organizados ha logrado impedir, parcialmente al menos, que se consumara el nombramiento de algunos candidatos impresentables.

			La lección que se deriva de esas y otras experiencias concretas de la reforma es que no tendremos una justicia mejor entre nosotros mientras el beneficiario principal del cambio, que es el ciudadano, no se organice para exigirla y vigilar esa renovación. Pero si se mira lo ocurrido mientras los procesos de reforma se desenvolvían en las últimas décadas, el papel de la sociedad civil ha sido más bien exiguo y este hecho acaso constituya uno de los factores explicativos de por qué la reforma de la justicia no ha caminado tanto ni tan bien como hubiera sido deseable. Las organizaciones de la sociedad civil han prestado poca atención al tema y nunca de manera sostenida. Sí lo han hecho en cada país algunas ONG —como, por ejemplo, el Instituto de Defensa Legal en el Perú, la Fundación Paz Ciudadana en Chile, la Fundación Construir en Bolivia y Dejusticia en Colombia— que se hallan dedicadas al tema o lo incluyen como parte central de su agenda. 

			En el texto incluido en el volumen se exploró el comportamiento de los actores de la sociedad civil en la reforma de la justicia, a partir de un trabajo comparativo que comprendió los casos de Chile, Colombia y Perú. Si bien el periodo examinado corresponde a fines de los años noventa y comienzos de la década siguiente, las tendencias entonces detectadas —sobre todo en la actuación de las ONG— no parecen haber cambiado sustancialmente. En particular, se mantienen algunos problemas y ciertas carencias que pesan en el desempeño de esta organizaciones: la influencia de las fuentes de financiación que auspician modas temáticas, la falta de coordinación entre ONG que abordan temáticas similares o muy vinculadas, y las dificultades para establecer una relación positiva con los actores del sector público pero que salvaguarde la independencia respecto a ellos. Finalmente, se percibe en algunas de las ONG que trabajan en esta área, como en otras, que regir su actuación por una estrategia consistente y de impacto amplio es todavía una asignatura pendiente.

			Las raíces de esta justicia

			Si hay una tesis que recorre con insistencia el volumen es la de que reformar la justicia no consiste principalmente en cambiar leyes, como parece ser el empeño reiterado, de buena o de mala fe, por tantos actores. Debajo de esa tesis subyace una apreciación sobre las raíces de la justicia entre nosotros.

			La adopción y conservación de una versión limitada y pobre del denominado derecho románico no solo se explica por razones históricas; hubo razones políticas que alentaron, primero en la Colonia y luego en la República, la prevalencia de una interpretación literalista del derecho, carente tanto de imaginación como de sensibilidad frente a la realidad, que encasilló al juez en el papel de «boca de la ley» y lo cegó respecto a los efectos sociales de sus decisiones. Esa interpretación convino —y aún parece convenir— a las formas prevalentes de ejercer el poder en la región andina. Fue la opción que, junto a diversos mecanismos de efecto práctico, hizo de la justicia un brazo subordinado a quienes gobiernen.

			Complementando el aprendizaje de un quehacer formalista y ritualista en el que la mayoría de los estudiantes eran adiestrados en sus prácticas preprofesionales, universidades y facultades de derecho reprodujeron esa manera de ver el derecho y la tarea judicial, y construyeron la mentalidad profesional de una generación tras otra como un coto cerrado en el que hubo lugar solo para los contenidos legales y su respectiva interpretación textualista. Mientras tanto, se dejó pervivir en el resto de la población formas primarias de concebir la resolución de conflictos —donde el «ojo por ojo» y la justicia por mano propia aún encuentran espacio—, rechazando la posibilidad de que un sistema educativo progresivamente extendido incluyera derechos y deberes ciudadanos entre sus contenidos. Manteniendo la ignorancia ciudadana respecto a las normas del derecho vigente y aislando a la justicia en un castillo cuyos vericuetos solo conocen los iniciados, se creyó que se impondría no la ley sino la voluntad del poder. 

			Para terminar de hacerla inaccesible, se puso precio a la justicia. Con frecuencia tramposa se la declaró gratuita pero, en realidad, la política del Estado no consistió en proveerla como un servicio sino en ofrecerla como una mercancía. Dado que tener un derecho determinado no es suficiente si un juez no lo reconoce, esta opción ha conllevado el establecimiento de un acceso diferenciado, en calidad y posibilidades, a aquella vía en la que los derechos pueden ser reconocidos, según los recursos económicos y sociales con los que cuenten las partes. Al reproducir la desigualdad social existente, en la justicia entre nosotros «el que no tiene padrino no se bautiza» o, como se dice en Centroamérica, la justicia es como la serpiente, que solo muerde a quienes van descalzos.

			La conflictividad social se acrecienta y encuentra sus propios cauces sin que se atine a dar respuestas verdaderas desde un aparato de justicia que permanece encerrado en el universo de sus propios referentes mientras ve crecer, cada vez más, el número de causas pendientes de resolución y sus autoridades se limitan a pedir más recursos en cada discurso o declaración pública. El doble resultado consiste en la mayoritaria falta de respeto a la ley y la carencia de confianza en la justicia, que surge de la masiva insatisfacción social con ella, según confirman periódicamente las encuestas aplicadas en los países de la región. De acuerdo a los resultados del Latinobarómetro, entre los encuestados en 2013 manifestaron «mucha confianza» en el poder judicial 4% en Bolivia, 2,9% en Colombia, 3,8% en Chile, 8,1% en Ecuador y 1,7% en Perú. Si se suman las respuestas «poca confianza» y «ninguna confianza» para la administración de justicia, los resultados llegaron a 73,6% en Bolivia, 79,1% en Colombia, 70,3% en Chile, 58,9% en Ecuador y 84,4% en Perú.

			Desde luego, entre los profundos cambios que se revelan necesarios se encuentran en primer lugar aquellos atingentes a la cultura jurídica; no solo la de jueces, fiscales y abogados sino también la de los ciudadanos. Entre la cultura profesional y la cultura cívica general se ha establecido y desarrollado una relación de perversa influencia mutua. La actuación del sistema judicial —que reverencia el texto de la ley, se resguarda haciéndose incomprensible y se desentiende de su masiva desaprobación ciudadana— lleva a que los ciudadanos lo eviten hasta donde les resulte posible y, al mismo tiempo, cultiven la resignación a esta justicia que tenemos. Paralelamente, lo tradicional y, en ocasiones, lo primitivo de la justicia se mantiene gracias a una cultura cívica que también lo es, conforme demuestran no solo el respaldo popular a los reclamos de «mano dura» sino la condescendencia o la aprobación social, según los casos nacionales, otorgada a los linchamientos. Todo ello es reforzado por una inclinación autoritaria que, como se observa en uno de los trabajos de este libro, opta por identificar como culpable a quien la policía detiene y guarda muy poca consideración por la presunción de inocencia, en particular, y por los derechos humanos en general.

			Los trabajos incluidos

			La mayoría de los textos incluidos en el volumen fueron publicados originalmente en ediciones que se hallan agotadas o en formatos que los hacen poco accesibles. Para la inclusión en este volumen, cada texto ha sido revisado y corregido; en algunos casos, se extractó del texto original lo referido al ámbito de la región andina. No obstante, se renunció a intentar una actualización o una «puesta al día» 
de la información contenida en ellos, lo que hubiese significado reabrir las investigaciones efectuadas, dándoles así un contexto diferente al original. 

			El trabajo sobre la producción judicial en Ecuador fue publicado en 2011 por el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México y debió constituir el cuadro de referencia para orientar la reforma de la justicia que en ese momento se anunciaba en preparación. El texto sobre producción judicial y estadísticas en el Poder Judicial peruano fue parte de un examen preliminar de la reforma procesal penal en ese país, comisionado por el Instituto de Defensa Legal, y permaneció inédito hasta ahora. El análisis del papel del Ministerio Público en Chile fue publicado como documento electrónico por FLACSO-Chile y, luego, por Reforma Judicial. Revista mexicana de justicia, que edita el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México.

			Cuatro de los nueve trabajos que siguen a este capítulo introductorio fueron preparados por encargo de Due Process of Law Foundation (DPLF), cuya autorización ha permitido incluirlos en el presente volumen. El primero de ellos abordó la independencia judicial en el marco de la «revolución ciudadana» que se instaló en el gobierno de Ecuador en enero de 2007. El trabajo acerca de la elección popular de autoridades judiciales en Bolivia fue preparado a mediados de 2014, cuando el presidente Evo Morales había mostrado, a lo largo de la campaña electoral que ese año lo condujo a una segunda reelección, la insatisfacción de su gobierno con la elección de autoridades judiciales llevada a cabo en octubre de 2011. El tercer informe encargado por DPLF está referido al funcionamiento de los procesos disciplinarios desarrollados, respecto de jueces y fiscales, por el Consejo Nacional de la Magistratura en Perú y para llevarlo a cabo, en 2014, se contó con acceso a los expedientes mismos.

			Tres trabajos incluidos se ocupan comparativamente de más de un país. El primero extracta y resume un informe sobre el papel de las organizaciones de la sociedad civil en los procesos de reforma de la justicia en los casos de Colombia, Chile y Perú. El segundo trabajo comparativo se refiere al periodo de aplicación de la reforma procesal penal, que abarca las décadas de 1990 y 2000, para ofrecer un examen de determinados aspectos críticos en el caso chileno, el ecuatoriano y el peruano. En una versión anterior fue publicado en Derecho, revista de la Pontificia Universidad Católica del Perú. El último trabajo en perspectiva comparada también pertenece a los encomendados por DPLF y está referido a las limitaciones de la independencia judicial en el ámbito de las decisiones adoptadas por jueces y fiscales en materia de prisión preventiva, en Colombia, Ecuador y Perú. Fue concluido en 2013.

			
				
					1	El autor agradece comentarios y sugerencias acerca de este capítulo introductorio, formulados por Ramiro Ávila, José Hurtado Pozo y Baldo Kresalja.

				

				
					2	Para un antecedente temprano en el abordaje del tema, véase Pásara (1982), que en una versión aumentada fue incluido en Pásara (2010d).

				

				
					3	En Pásara (2014) se ha tratado de explorar en profundidad, y explicar a una audiencia que no se limita a los operadores de la justicia, la cuestión de por qué los intentos de reforma han dado resultados tan insuficientes.

				

			

		


		
			La producción judicial en Ecuador

			Introducción

			La Constitución de 2008 introdujo determinados cambios en materia de justicia, cuyo desarrollo fue elaborado en el Código de la Función Judicial, que entró en vigencia en 2009. Estos cambios perseguían una transformación de la justicia ecuatoriana según criterios encaminados a producir una mejora sustancial en la calidad del producto que este servicio público brinda.

			Cuando en 2009 se decidió organizar un programa de puesta en marcha de las instituciones y procesos incorporados por el Código Orgánico de la Función Judicial, recién aprobado, se convino en la necesidad de contar con una línea de base de la producción judicial que estableciese —a modo de una fotografía— el punto de partida desde el cual se iniciaría la transformación de la justicia ecuatoriana, objetivo del Código. Se trató entonces de componer un cuadro de situación que incluyese tanto los datos cuantitativos acerca del trabajo de los tribunales como una apreciación, con base empírica, acerca del producto de su actuación: las resoluciones judiciales.

			El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos solicitó entonces el apoyo de Naciones Unidas, y el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y la Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos (OACDH) concurrieron para hacer posible la realización del diagnóstico que se pretendía. Este texto recoge los resultados de ese trabajo, que se hallaban destinados a servir como elementos de orientación para el establecimiento de líneas de política judicial, tanto en materia de evaluación de los actuales jueces y reclutamiento y formación de los futuros jueces, como en lo referente a la organización del seguimiento del trabajo de los tribunales.

			El trabajo tiene dos partes. En la primera se examina alguna información cuantitativa sobre el trabajo de los tribunales, entre 2002 y 2008, que a partir de las causas ingresadas y la capacidad de resolución del aparato de justicia sirve para aproximarse a las cuestiones de la producción y la productividad judicial en el país. Desde este análisis se cuestiona tanto los efectos del aumento de tribunales y jueces como el incremento de los recursos públicos destinados a la justicia.

			La segunda parte aborda el asunto de la calidad de la justicia administrada, a partir de las evidencias halladas en una muestra de más de 1300 sentencias recogidas al azar en diez ciudades del país. Aunque el análisis se centra en la claridad y coherencia interna de la decisión, así como en el manejo técnico que la sentencia exhibía, el examen realizado aprovecha la información encontrada sobre otros aspectos del funcionamiento de la justicia, en particular aquellos referidos a la justicia penal.

			Conviene tener presente que, siendo Ecuador un país de organización unitaria, el aparato judicial es uno solo. Se denomina Función Judicial y tiene tres niveles o grados: juzgados, cortes provinciales (hasta antes de la Constitución de 2008, denominadas cortes superiores) y Corte Nacional (antes denominada Corte Suprema). No obstante, según materias aparecen algunas variaciones. Así, los asuntos penales son conocidos primero por un juzgado que, si procede el juicio, eleva el caso ante un tribunal penal cuya decisión solo puede ser revisada por la Corte Nacional. Los asuntos fiscales y tributarios son conocidos en primera instancia por los tribunales fiscales y, luego, por la Corte Nacional. Lo mismo ocurre con los asuntos contencioso-administrativos. En el recojo de datos se incluyó información de las diversas instancias del sistema judicial, excepto la Corte Nacional.

			1.	El análisis cuantitativo

			Este análisis se ha elaborado sobre información del Consejo de la Judicatura correspondiente al periodo 2002-2008, que es la disponible en términos homologados4. Se referirá, primero, al movimiento de ingreso de causas durante el periodo. Abordará en seguida la capacidad de resolución y sus variaciones anuales. Propondrá a continuación unas consideraciones sobre producción y productividad judiciales, que examinará en relación con el número de tribunales, el número de jueces y el monto presupuestario destinado a la Función Judicial5. Finalmente, se plantearán algunas dudas y reservas que conciernen a las deficiencias del sistema de registro, que ensombrecen la información disponible y, en consecuencia, se proyectan negativamente sobre las posibles interpretaciones en torno a ella.

			1.1. Ingreso de causas al sistema

			En los siete años del periodo analizado, ingresaron al sistema de justicia 1 620 468 causas. Esta cifra consolida el registro de ingreso en los varios tipos de juzgados, los tribunales fiscales y los tribunales contencioso-administrativos; todos ellos, lugares del sistema a los que llega una causa por primera vez. El cuadro 1 recoge los ingresos por año y de la evolución se desprende la existencia de una tendencia marcadamente ascendente que condujo a un incremento del número de causas ingresadas en 2008, con respecto a las ingresadas en 2002, de dos veces y media (252%); esto es, un aumento anual promedio de 42%.

			Cuadro 1. Causas ingresadas por primera vez al sistema (2002-2008) 

			
				
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas ingresadas

						
					

					
							
							2002

						
							
							132 478

						
					

					
							
							2003

						
							
							148 265

						
					

					
							
							2004

						
							
							218 710

						
					

					
							
							2005

						
							
							240 192

						
					

					
							
							2006

						
							
							279 554

						
					

					
							
							2007

						
							
							267 540

						
					

					
							
							2008

						
							
							333 729

						
					

					
							
							Total

						
							
							1 620 468

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			Las cifras prueban, pues, la existencia de una demanda creciente sobre el sistema de justicia que, a diferencia de lo que se verifica en otros países6, no se ha retraído como posible reacción a una respuesta insatisfactoria de parte de aquel. Por el contrario, en Ecuador la demanda crece a un ritmo alto, especialmente desde 2004 y muy marcadamente en 2008, registrándose solo una caída en 2007. Esto significa que un número cada vez mayor de conflictos —buena parte de los cuales corresponden a asuntos de niñez y adolescencia— busca solución en el aparato judicial, para lo cual el establecimiento de una judicatura especializada probablemente ha contribuido a canalizar una demanda hasta entonces no atendida.

			Si a aquellas ingresadas por vez primera al sistema (cuadro 1) se suman las que ingresaron en otras instancias (es decir, volvieron a ser admitidas en un lugar distinto a los previstos como de primer ingreso), las cifras de ingreso —que se acercan a los dos millones de causas en siete años— son las que aparecen en el cuadro 2.

			Cuadro 2. Total de causas ingresadas al sistema (2002-2008) 

			
				
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Total de causas ingresadas

						
					

					
							
							2002

						
							
							182 219

						
					

					
							
							2003

						
							
							210 744

						
					

					
							
							2004

						
							
							308 058

						
					

					
							
							2005

						
							
							282 618

						
					

					
							
							2006

						
							
							323 301

						
					

					
							
							2007

						
							
							310 321

						
					

					
							
							2008

						
							
							372 738

						
					

					
							
							Total

						
							
							1 989 999

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			Como se desprende del cuadro 2, la tendencia de los ingresos totales es también creciente, aunque en 2007 se produjo un retroceso que es parcialmente explicado, como se verá luego, por la tendencia del ingreso decreciente en segunda instancia. Los años de mayor ingreso son 2004, 2006 y 2008.

			La incidencia de las causas de primer ingreso sobre estos totales es grande —no menor a 70% en ningún año del periodo en estudio— y, dado su mayor incremento en los últimos años, en 2005 estas causas pasaron a constituir 85% del total de ingresos y en 2008 alcanzaron el 90%.

			El cuadro 3 registra el ingreso anual en las cortes provinciales, que en dirección contraria a los ingresos registrados en primera instancia muestra una tendencia claramente decreciente desde 2005.

			Cuadro 3. Causas ingresadas a cortes provinciales (2002-2008) 

			
				
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas ingresadas

						
					

					
							
							2002

						
							
							44 773

						
					

					
							
							2003

						
							
							56 731

						
					

					
							
							2004

						
							
							84 261

						
					

					
							
							2005

						
							
							37 974

						
					

					
							
							2006

						
							
							37 470

						
					

					
							
							2007

						
							
							35 403

						
					

					
							
							2008

						
							
							31 209

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			¿Por qué aumentan significativamente los ingresos de primera vez al sistema, especialmente desde 2004, y al mismo tiempo disminuyen los ingresos en el nivel de apelación, notoriamente desde 2005? ¿Estamos ante una «decepción» del usuario que, pese a las crecientes expectativas ciudadanas que se traducen en una mayor demanda sobre el escalón de entrada al sistema, una vez conocida la respuesta que este ofrece, aconseja a partir de la experiencia desistir de llevar adelante el caso en apelación? Una investigación específica debería indagar en esta llamativa disparidad en las tendencias de la demanda en primera y segunda instancias pero las cifras son suficientemente claras como para orientar el destino de recursos y servicios en una y otra.

			1.2. Capacidad de resolución

			A lo largo de los siete años comprendidos entre 2002 y 2008, el número de causas para las que el sistema produce una solución7 cada año se ha mantenido relativamente estable en términos absolutos, alrededor de un cuarto de millón de casos. Los datos aparecen recogidos en el cuadro 4.

			Cuadro 4. Causas resueltas en el sistema (2002-2008) 
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							Causas resueltas

						
					

					
							
							2002

						
							
							230 393

						
					

					
							
							2003

						
							
							237 686

						
					

					
							
							2004

						
							
							245 857

						
					

					
							
							2005

						
							
							237 130

						
					

					
							
							2006

						
							
							267 374

						
					

					
							
							2007

						
							
							233 370

						
					

					
							
							2008

						
							
							263 150

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			En una primera lectura llaman la atención dos aspectos del cuadro 4. El primero es la relativa estabilidad de la cifra, pese al incremento de las causas ingresadas, ya señalado, y al aumento del número de tribunales y de jueces, hecho que será examinado más adelante. El segundo asunto llamativo es que hay años de «retroceso», esto es, años como 2005 y 2007, en los que se producen menos decisiones que en años anteriores.

			¿Cómo explicar este sube-y-baja en el número de causas resueltas? Si se toma los años de una mayor producción (2004, 2006 y 2008) y se los compara con los datos sobre ingresos de nuevas causas, registrados en el cuadro 1, se encontrará una coincidencia: los años de mayor número de ingresos también son los de mayor producción judicial. Esta vinculación estadística ha sido detectada en otros países y parece sugerir que la mayor presión generada por el ingreso de causas lleva a un incremento en la producción de decisiones judiciales.

			Pero queda pendiente de estimación el significado de esas cifras de producción judicial: ¿tales cifras nos remiten a pocas, muchas o suficientes decisiones tomadas en el sistema? Como no hay establecido un estándar para la medición, lo que aquí puede proponerse es establecer una comparación que ponga en perspectiva las cifras disponibles o les proporcione un contexto. La comparación más justificable es probablemente la que ponga las cifras de producción al lado de las de ingreso. El cuadro 5 reúne los datos de causas ingresadas a todo el sistema con los datos sobre causas resueltas y anota la diferencia que, como se discutirá después, debería encaminarse a engrosar el rubro de causas pendientes.

			Cuadro 5. Causas ingresadas vs. causas resueltas (2002-2008) 
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							Causas ingresadas

						
							
							Causas resueltas

						
							
							Diferencia

						
					

					
							
							2002

						
							
							182 219

						
							
							230 393

						
							
							48 174

						
					

					
							
							2003

						
							
							210 744

						
							
							237 686

						
							
							26 942

						
					

					
							
							2004

						
							
							308 058

						
							
							245 857

						
							
							-62 201

						
					

					
							
							2005

						
							
							282 618

						
							
							237 130

						
							
							-45 488

						
					

					
							
							2006

						
							
							323 301

						
							
							267 374

						
							
							-55 927

						
					

					
							
							2007

						
							
							310 321

						
							
							233 370

						
							
							-76 951

						
					

					
							
							2008

						
							
							372 738

						
							
							263 150

						
							
							-109 588

						
					

					
							
							Totales

						
							
							1 989 999

						
							
							1 714 960

						
							
							-275 039

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			Mientras en 2002 y 2003 el número de causas resueltas era mayor que el de ingresadas, a partir de 2004 —dados el salto en los ingresos y el estancamiento en las resoluciones— surgió un déficit que ha ido aumentando anualmente hasta superar las cien mil causas en 2008. La importancia de la diferencia acumulada durante los siete años del periodo bajo análisis puede apreciarse mejor si se nota que la cifra se aproxima al promedio anual de número de causas ingresadas.

			Aunque la comparación es simplemente referencial —porque no tiene por qué esperarse que una causa sea necesariamente resuelta en el mismo año en el que ingresa— la conclusión del cotejo es clara: el sistema resuelve una proporción cada vez menor de las causas ingresadas. Si bien en 2002, el mejor año de la comparación, se resolvió el 126% de la cifra de causas ingresadas, en 2008, el peor año de esta estadística, el sistema resolvió siete de cada diez causas ingresadas (70,59%).

			Obviamente, cifras y proporciones varían mucho según la rama o materia de la que se trate. Así, tratándose de los tribunales penales (que no son punto de ingreso al sistema si no que están encargados de juzgar y sentenciar delitos que ingresaron a través de los juzgados penales), las cifras son las que ofrece el cuadro 6.

			En este caso se constata también que los incrementos en producción corresponden a los años de aumento de ingresos (2006, 2007 y 2008) y han permitido que el déficit anual se mantenga casi constante en números absolutos. Es de subrayar que en el periodo de siete años que se estudió, los tribunales penales —que fueron creados con la reforma procesal penal— hayan podido producir decisiones sobre solo algo más de la mitad de los casos ingresados (57%), lo que equivale a una falta de resolución acumulada que afecta a más de diecisiete mil casos.

			Cuadro 6. Causas ingresadas vs. causas resueltas en tribunales penales (2002-2008) 

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas ingresadas

						
							
							Causas resueltas

						
							
							Diferencia

						
					

					
							
							2002

						
							
							4 968

						
							
							2 464

						
							
							-2 504

						
					

					
							
							2003

						
							
							5 748

						
							
							2 861

						
							
							-2 887

						
					

					
							
							2004

						
							
							5 087

						
							
							2 785

						
							
							-2 302

						
					

					
							
							2005

						
							
							4 452

						
							
							2 329

						
							
							-2 123

						
					

					
							
							2006

						
							
							5 862

						
							
							3 163

						
							
							-2 699

						
					

					
							
							2007

						
							
							6 918

						
							
							4 346

						
							
							-2 572

						
					

					
							
							2008

						
							
							7 202

						
							
							5 058

						
							
							-2 144

						
					

					
							
							Totales

						
							
							40 327

						
							
							23 006

						
							
							-17 321

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			En el caso de las cortes provinciales, ex cortes superiores, las cifras son las que presenta el cuadro 7.

			Cuadro 7. Causas ingresadas vs. causas resueltas en cortes provinciales (2002-2008) 

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas ingresadas

						
							
							Causas resueltas

						
							
							Diferencia

						
					

					
							
							2002

						
							
							44 773

						
							
							41 449

						
							
							-3 324

						
					

					
							
							2003

						
							
							56 371

						
							
							52 501

						
							
							-4 230

						
					

					
							
							2004

						
							
							84 261

						
							
							47 156

						
							
							-37 105

						
					

					
							
							2005

						
							
							37 974

						
							
							44 302

						
							
							6 328

						
					

					
							
							2006

						
							
							37 470

						
							
							43 508

						
							
							6 038

						
					

					
							
							2007

						
							
							35 403

						
							
							37 824

						
							
							2 421

						
					

					
							
							2008

						
							
							31 209

						
							
							35 739

						
							
							4 530

						
					

					
							
							Totales

						
							
							327 821

						
							
							302 479

						
							
							-25 242

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			Aunque en cuatro de los siete años el número de causas resueltas superó al de ingresadas, las cortes provinciales no lograron superar el desafío planteado por el enorme ingreso recibido en 2004. Sin embargo, ese «hipo» fue compensado por la ya señalada tendencia decreciente en los ingresos a partir de 2005. Esto explica que a lo largo del periodo estas cortes hayan resuelto 92,26% de los casos ingresados, nivel bastante alto en el conjunto del sistema.

			1.3. Productividad del sistema

			Otra vía de entrada para enfrentar la pregunta acerca del significado de las cifras de producción judicial consiste en examinar la productividad del sistema. Este examen puede efectuarse desde dos ángulos. Uno consiste en medir la producción de cada juez que integra la Función Judicial. Otro es el que se vale de una comparación entre los recursos puestos en el sistema y las cifras de producción judicial, a fin de verificar si el aumento de recursos se convierte en mejores rendimientos. En lo que sigue, se abordarán ambas entradas.

			En cuanto a la primera vía, conviene tener presente que las cifras aquí presentadas se limitan a una mirada sobre el conjunto del sistema; esto significa trabajar con promedios estadísticos que no reparan en los niveles de rendimiento de cada tribunal. Sin embargo, es útil tener presente que durante el trabajo de levantamiento de información se pudo advertir la existencia de grandes diferencias entre unos juzgados y otros, e igualmente entre tribunales, que aquí no podrán ser examinadas, dada la naturaleza del presente trabajo. En otras palabras, esto significa que, como ocurre con todo promedio, las cifras pueden proporcionar una imagen engañosa en cuanto quedan ocultos los casos de juzgados y tribunales que se hallan muy por encima o muy por debajo de las cifras presentadas.

			Al proceder al examen de la información disponible resulta apropiado tratar separadamente el caso de los juzgados unipersonales de los tribunales integrados por tres jueces. Los datos acerca de la productividad de los juzgados unipersonales (civiles, penales, de trabajo, de inquilinato, de niñez y adolescencia, y de tránsito) se recogen en el cuadro 8.

			Cuadro 8. Producción y productividad de los juzgados unipersonales (2002-2008) 

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas resueltas

						
							
							Juzgados/jueces

						
							
							Sentencias por juez

						
					

					
							
							2002

						
							
							185 178

						
							
							491

						
							
							377

						
					

					
							
							2003

						
							
							181 242

						
							
							493

						
							
							368

						
					

					
							
							2004

						
							
							194 482

						
							
							526

						
							
							370

						
					

					
							
							2005

						
							
							188 893

						
							
							537

						
							
							352

						
					

					
							
							2006

						
							
							218 564

						
							
							532

						
							
							411

						
					

					
							
							2007

						
							
							189 467

						
							
							533

						
							
							355

						
					

					
							
							2008

						
							
							219 877

						
							
							539

						
							
							408

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			En el cuadro 8 puede observarse que no existe una tendencia definida en el número de causas resueltas en los juzgados unipersonales: si bien el total anual en 2008 es mayor (+9%) al de 2002, en el periodo no se registra una tendencia constante al alza puesto que los años 2003, 2005 y 2007 son «de retroceso». El incremento en el número de causas resueltas no parece seguir al incremento del número de jueces; esto es, en los años en los que se aumentan juzgados y jueces no se verifica una correspondencia en el aumento de causas resueltas. Así, en dos de los años en que se produjo «retroceso» en las causas resueltas (2003 y 2005), se había incrementado el número de juzgados y jueces. Y, de otro lado, en los dos años en los que se produjo el mayor aumento de causas resueltas (2006 y 2008), este no parece corresponder al mínimo incremento producido en número de juzgados y jueces. Esta comprobación ratifica lo hallado en varios países al efectuar un cotejo similar: el incremento en el número de jueces y tribunales no muestra relación con una mayor producción de resoluciones judiciales.

			En cuanto al número de sentencias producidas en promedio por cada juez de los juzgados unipersonales, el cuadro 8 revela que en el periodo analizado tampoco existe una tendencia definida. Si bien en 2008 se produjeron 31 sentencias más por juez que en 2002, en los siete años la cifra promedio subió y bajó, nunca por debajo de 352 ni por encima de 411, teniéndose 2005 y 2007 como años «de retroceso». Estos promedios significan aproximadamente siete sentencias por semana, producidas por cada juzgado unipersonal.

			Si se añade a los juzgados unipersonales aquellos que, siendo tribunales, también constituyen primera instancia en el sistema (tribunales fiscales y contencioso-administrativos), los niveles de productividad de la primera instancia son los que aparecen en el cuadro 9.

			Cuadro 9. Producción y productividad en primera instancia 
(2002-2008) 

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas resueltas

						
							
							% de incremento 

						
							
							Juzgados/

							tribunales

						
							
							Jueces

						
							
							% de incremento

						
							
							Sentencias

							por juez

						
							
							% de incremento

						
					

					
							
							2002

						
							
							186 480

						
							
							---

						
							
							495

						
							
							503

						
							
							---

						
							
							371

						
							
							---

						
					

					
							
							2003

						
							
							182 324

						
							
							-2,28

						
							
							497

						
							
							505

						
							
							0

						
							
							361

						
							
							-2,7

						
					

					
							
							2004

						
							
							195 916

						
							
							6,9

						
							
							530

						
							
							538

						
							
							6

						
							
							364

						
							
							0,9

						
					

					
							
							2005

						
							
							190 499

						
							
							-2,84

						
							
							541

						
							
							549

						
							
							2

						
							
							347

						
							
							-4,9

						
					

					
							
							2006

						
							
							220 577

						
							
							13,6

						
							
							542

						
							
							562

						
							
							2

						
							
							392

						
							
							11,6

						
					

					
							
							2007

						
							
							191 179

						
							
							-15,38

						
							
							542

						
							
							560

						
							
							0

						
							
							341

						
							
							-15

						
					

					
							
							2008

						
							
							222 569

						
							
							14,1

						
							
							547

						
							
							563

						
							
							1

						
							
							395

						
							
							13,6

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			Los resultados del cuadro 9 no muestran un perfil distinto al de los juzgados unipersonales. No hay tendencias definidas en el número de causas resueltas (con 2003, 2005 y 2007 como años «de retroceso»), ni en las sentencias producidas en promedio por cada juez pero, respecto a esta última información, se estrecha el margen entre el mínimo (347) y el máximo (395). El promedio de producción por juez se mantiene alrededor de siete sentencias por semana.

			Si se pasa a examinar el mismo tema en cada tipo de juzgado o tribunal especializado, se tiene los resultados que siguen. Tratándose de los juzgados civiles, el cuadro 10 permite apreciar la evolución de su producción y productividad.

			Cuadro 10. Producción y productividad en los juzgados civiles
(2002-2008) 

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas resueltas

						
							
							Juzgados

						
							
							Sentencias

							por juez

						
					

					
							
							2002

						
							
							97 908

						
							
							244

						
							
							401

						
					

					
							
							2003

						
							
							103 202

						
							
							244

						
							
							423

						
					

					
							
							2004

						
							
							97 184

						
							
							245

						
							
							397

						
					

					
							
							2005

						
							
							96 854

						
							
							249

						
							
							389

						
					

					
							
							2006

						
							
							104 097

						
							
							248

						
							
							420

						
					

					
							
							2007

						
							
							93 504

						
							
							251

						
							
							373

						
					

					
							
							2008

						
							
							96 287

						
							
							253

						
							
							381

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			En el caso de los juzgados civiles no se encuentra una tendencia definida en la producción, que conoció sus puntos más altos en 2003 y 2006 y no guardó relación con el número de jueces. La productividad, no obstante haber logrado el mejor resultado en 2006, exhibió una tendencia decreciente. Si se calcula el promedio de sentencias por juez durante el periodo de siete años analizado, se obtiene 7,6 sentencias por semana, muy cerca del promedio general para jueces de primera instancia.

			Tratándose de los juzgados de inquilinato, el cuadro 11 ofrece los resultados de producción y productividad.

			Cuadro 11. Producción y productividad en los juzgados de inquilinato (2002-2008) 

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas resueltas

						
							
							Juzgados

						
							
							Sentencias

							por juez

						
					

					
							
							2002

						
							
							7794

						
							
							16

						
							
							487

						
					

					
							
							2003

						
							
							7840

						
							
							16

						
							
							490

						
					

					
							
							2004

						
							
							12630

						
							
							16

						
							
							789

						
					

					
							
							2005

						
							
							5599

						
							
							15

						
							
							373

						
					

					
							
							2006

						
							
							5234

						
							
							13

						
							
							403

						
					

					
							
							2007

						
							
							4422

						
							
							13

						
							
							340

						
					

					
							
							2008

						
							
							5484

						
							
							13

						
							
							422

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			En los juzgados de inquilinato, el año de mayor producción y de mayor productividad fue 2004, mientras 2007 fue el año más pobre en rendimiento. Si se calcula el promedio de sentencias por juez durante los siete años bajo examen, se obtienen nueve sentencias por semana, resultado algo más alto que el promedio general para jueces de primera instancia.

			El caso de los juzgados de la niñez y adolescencia, que empezaron a funcionar como especializados en 2004, no permite un análisis de un periodo equivalente al de los otros juzgados. Los resultados, que corresponden a solo cinco años, aparecen en el cuadro 12. Téngase presente que, aunque el cuadro usa la expresión «sentencias», las cifras de producción incluyen también los autos resolutorios, que tienen efectos similares al de una sentencia.

			Cuadro 12. Producción y productividad en los juzgados de niñez y adolescencia (2004-2008) 

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas resueltas

						
							
							Juzgados

						
							
							Sentencias

							por juez

						
					

					
							
							2004

						
							
							20 475

						
							
							34

						
							
							602

						
					

					
							
							2005

						
							
							27 405

						
							
							43

						
							
							637

						
					

					
							
							2006

						
							
							41 008

						
							
							44

						
							
							932

						
					

					
							
							2007

						
							
							45 616

						
							
							45

						
							
							1014

						
					

					
							
							2008

						
							
							46 946

						
							
							47

						
							
							999

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			En este caso, la tendencia de la producción va en alza, efecto que solo en parte puede ser atribuido al incremento de juzgados, dado que la productividad aumentó marcadamente en los tres últimos años del periodo. En efecto, entre 2006 y 2008 un juez de la niñez y adolescencia produjo casi diecinueve sentencias y autos resolutorios por semana. Para el conjunto de los cinco años, sin embargo, el promedio se reduce a dieciséis por semana.

			Las cifras que corresponden a los juzgados penales aparecen en el cuadro 13, que se refiere a las decisiones que ponen fin a la etapa previa al juicio.

			Cuadro 13. Producción y productividad en los juzgados penales
(2002-2008)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas resueltas

						
							
							Juzgados

						
							
							Decisiones

							por juez

						
					

					
							
							2002

						
							
							59 005

						
							
							150

						
							
							393

						
					

					
							
							2003

						
							
							50 717

						
							
							151

						
							
							336

						
					

					
							
							2004

						
							
							46 260

						
							
							152

						
							
							304

						
					

					
							
							2005

						
							
							38 544

						
							
							155

						
							
							249

						
					

					
							
							2006

						
							
							45 789

						
							
							152

						
							
							301

						
					

					
							
							2007

						
							
							29 718

						
							
							152

						
							
							196

						
					

					
							
							2008

						
							
							28 133

						
							
							152

						
							
							185

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			En este caso, los mejores años de producción fueron 2002 y 2003, mientras 2007 y 2008 aparecen con los niveles más bajos de causas resueltas y, en consecuencia, de productividad. En estos dos últimos años, el promedio de decisiones por juez fue de menos de cuatro (3,7) por semana, mientras que en el conjunto de los siete años analizados se llegó a 5,4.

			En los tribunales penales, encargados del juzgamiento, los resultados son los que presenta el cuadro 14.

			Cuadro 14. Producción y productividad en los tribunales penales (2002-2008)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas resueltas

						
							
							Tribunales penales

						
							
							Jueces integrantes

						
							
							Sentencias

							por juez

						
					

					
							
							2002

						
							
							2464

						
							
							43

						
							
							129

						
							
							19

						
					

					
							
							2003

						
							
							2861

						
							
							43

						
							
							129

						
							
							22

						
					

					
							
							2004

						
							
							2785

						
							
							43

						
							
							129

						
							
							22

						
					

					
							
							2005

						
							
							2329

						
							
							43

						
							
							129

						
							
							18

						
					

					
							
							2006

						
							
							3163

						
							
							44

						
							
							132

						
							
							24

						
					

					
							
							2007

						
							
							4346

						
							
							44

						
							
							132

						
							
							33

						
					

					
							
							2008

						
							
							5058

						
							
							44

						
							
							132

						
							
							38

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			Como se había visto en el cuadro 6, la tendencia en las causas resueltas es más bien al alza, con las excepciones de los años 2004 y 2005. Dado que el número de tribunales y el de jueces es casi constante en el periodo, el dato más importante proviene del número de sentencias por juez, que ha sido calculado dividiendo el número de sentencias producidas por el tribunal entre sus tres miembros8. El resultado se halla muy por debajo del correspondiente a los juzgados y tribunales de primera instancia. En efecto, con un mínimo de diecinueve sentencias por juez en 2002 y un máximo de 38 en 2008, durante los siete años analizados la producción promedio de un juez integrante de un tribunal penal se situó en dos sentencias por mes.

			En los juzgados de trabajo, la producción y productividad se muestran en el cuadro 15.

			Cuadro 15. Producción y productividad en los juzgados de trabajo (2002-2008) 

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas resueltas

						
							
							Juzgados

						
							
							Sentencias

							por juez

						
					

					
							
							2002

						
							
							15 490

						
							
							31

						
							
							500

						
					

					
							
							2003

						
							
							12 445

						
							
							31

						
							
							401

						
					

					
							
							2004

						
							
							5600

						
							
							31

						
							
							181

						
					

					
							
							2005

						
							
							8826

						
							
							31

						
							
							285

						
					

					
							
							2006

						
							
							9244

						
							
							31

						
							
							298

						
					

					
							
							2007

						
							
							12 610

						
							
							32

						
							
							394

						
					

					
							
							2008

						
							
							10 892

						
							
							33

						
							
							330

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			Habiéndose producido incrementos muy pequeños en el número de juzgados, en los dos últimos años del periodo, las causas resueltas han marcado una tendencia declinante. Lo mismo ocurrió con la productividad: en 2002, cada juez produjo 9,6 sentencias semanales; en 2008, en cambio, solo 6,3. En el conjunto del periodo, el promedio de sentencias emitidas por semana por un juez de trabajo fue 6,6, cifra cercana al promedio general de los jueces de primera instancia.

			Para los juzgados de tránsito, las cifras de rendimiento se muestran en el cuadro 16.

			Cuadro 16. Producción y productividad en los juzgados de tránsito (2002-2008) 

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas resueltas

						
							
							Juzgados

						
							
							Sentencias

							por juez

						
					

					
							
							2002

						
							
							4981

						
							
							50

						
							
							100

						
					

					
							
							2003

						
							
							7038

						
							
							51

						
							
							138

						
					

					
							
							2004

						
							
							12 333

						
							
							48

						
							
							257

						
					

					
							
							2005

						
							
							11 665

						
							
							44

						
							
							265

						
					

					
							
							2006

						
							
							13 192

						
							
							44

						
							
							300

						
					

					
							
							2007

						
							
							3597

						
							
							40

						
							
							90

						
					

					
							
							2008

						
							
							32 245

						
							
							41

						
							
							786

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			Los resultados de estos juzgados se hallan entre los menos explicables. Mientras que 2002 y 2007 exhiben cifras de producción bajas, en relación con los demás años, 2008 experimentó un salto formidable. El número de causas resueltas no guarda ninguna relación con el número de juzgados en funcionamiento: en 2002, uno de los años en que más juzgados se tuvo en operación, el rendimiento fue bajísimo; en 2007 se obtuvo también una producción muy baja; pero en el año siguiente, con un solo juzgado más, se resolvieron nueve veces más causas. En el conjunto del periodo, el promedio semanal de sentencias por juez fue casi nueve.

			Tratándose de primera instancia, resta ver el caso de los tribunales contencioso-administrativos, cuyos resultados presenta el cuadro 17.

			Cuadro 17. Producción y productividad en los tribunales contencioso-administrativos (2002-2008) 

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas resueltas

						
							
							Tribunales

						
							
							Jueces

							Integrantes

						
							
							Sentencias

							por juez

						
					

					
							
							2002

						
							
							1302

						
							
							4

						
							
							15

						
							
							87

						
					

					
							
							2003

						
							
							1082

						
							
							4

						
							
							15

						
							
							72

						
					

					
							
							2004

						
							
							1434

						
							
							4

						
							
							15

						
							
							96

						
					

					
							
							2005

						
							
							1606

						
							
							4

						
							
							15

						
							
							107

						
					

					
							
							2006

						
							
							1592

						
							
							4

						
							
							15

						
							
							106

						
					

					
							
							2007

						
							
							1247

						
							
							4

						
							
							15

						
							
							83

						
					

					
							
							2008

						
							
							1980

						
							
							5

						
							
							18

						
							
							110

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			Habiéndose mantenido constante el número de tribunales hasta 2007, el número de causas resueltas ha experimentado variaciones menores, salvo el salto dado en 2008, cuando se creó un quinto tribunal. La productividad se mantuvo relativamente estable, en niveles notoriamente bajos. En el conjunto del periodo, cada miembro de un tribunal contencioso-administrativo produjo 1,81 sentencias por semana, cifra que es la más baja entre las diferentes materias en las que se especializa la Función Judicial.

			En seguida, corresponde examinar el caso de las cortes provinciales —ex cortes superiores—, cuyos rendimientos registra el cuadro 18.

			Cuadro 18. Producción y productividad en las cortes provinciales (2002-2008) 

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas resueltas

						
							
							Salas de cortes

						
							
							Jueces integrantes

						
							
							Sentencias

							por juez

						
					

					
							
							2002

						
							
							41 449

						
							
							45

						
							
							135

						
							
							307

						
					

					
							
							2003

						
							
							52 501

						
							
							48

						
							
							142

						
							
							370

						
					

					
							
							2004

						
							
							47 156

						
							
							49

						
							
							145

						
							
							325

						
					

					
							
							2005

						
							
							44 302

						
							
							49

						
							
							145

						
							
							306

						
					

					
							
							2006

						
							
							43 508

						
							
							49

						
							
							145

						
							
							300

						
					

					
							
							2007

						
							
							37 824

						
							
							49

						
							
							145

						
							
							261

						
					

					
							
							2008

						
							
							35 739

						
							
							49

						
							
							145

						
							
							246

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2103. Elaboración propia.

			Del mismo modo en el que se procedió en los tribunales penales, para calcular el número de sentencias por juez integrante de una sala de corte provincial se ha dividido el total de causas resueltas entre los tres miembros de la sala. Lo más llamativo es que en este caso sí parece hallarse una tendencia de signo decreciente. En esa tendencia se constata que, pese a haber menos salas en los años 2002 y 2003, se produjeron más sentencias que en 2007 y 2008. En cuanto a productividad, mientras en 2003 se llegó al nivel de 370 sentencias por juez, en 2008 se produjo un tercio menos. En el conjunto del periodo analizado, cada juez de corte provincial produjo un promedio de algo menos de seis sentencias por semana, cifra ligeramente menor a las siete semanales producidas en promedio por los jueces de primera instancia.

			Finalmente, si se agrega la información disponible para primera y segunda instancia, los datos aparecen recogidos en el cuadro 19.

			Cuadro 19. Producción y productividad en primera y segunda instancias (2002-2008) 

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas resueltas

						
							
							Jueces 

						
							
							Sentencias por juez

						
					

					
							
							2002

						
							
							230 393

						
							
							767

						
							
							300

						
					

					
							
							2003

						
							
							237 686

						
							
							778

						
							
							306

						
					

					
							
							2004

						
							
							245 857

						
							
							814

						
							
							302

						
					

					
							
							2005

						
							
							237 130

						
							
							825

						
							
							287

						
					

					
							
							2006

						
							
							267 374

						
							
							841

						
							
							318

						
					

					
							
							2007

						
							
							233 370

						
							
							839

						
							
							278

						
					

					
							
							2008

						
							
							263 150

						
							
							842

						
							
							313

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			Los resultados, de los cuales solamente queda excluida la Corte Nacional, muestran una cifra de causas resueltas que tiende a ser constante y solo registra altibajos menores. El número de sentencias promedio por juez gira en torno a las 300 causas anuales, verificándose pequeñas variaciones anuales, en un sentido o en otro. Estos resultados completan y confirman los hallazgos presentados en los cuadros anteriores.

			1.4. Inversión en justicia y producción judicial

			El segundo ángulo escogido para apreciar el significado de los niveles de la producción jurisdiccional es su cotejo con los recursos puestos a disposición de la Función Judicial. El primero es el de orden presupuestario. El cuadro 20 recoge los recursos destinados por el Presupuesto del Estado a la Función Judicial, distinguiendo entre las cifras absolutas y sus equivalentes deflactados para trabajar con valores constantes9.

			Cuadro 20. Recursos del Presupuesto del Estado destinados a la Función Judicial (2002-2008) 

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							U S dólares corrientes

						
							
							% del presupuesto

							del Estado

						
							
							Deflactor

						
							
							U S dólares constantes
 (año 2000)

						
							
							Incremento anual real

						
					

					
							
							2002

						
							
							84 960 300

						
							
							1,51

						
							
							1,656

						
							
							51 304 528

						
							
							---

						
					

					
							
							2003

						
							
							124 238 734

						
							
							1,85

						
							
							2,014

						
							
							67 156 072

						
							
							30,89%

						
					

					
							
							2004

						
							
							132 375 761

						
							
							1,90

						
							
							2,182

						
							
							69 671 453

						
							
							3,74%

						
					

					
							
							2005

						
							
							131 071 336

						
							
							1,78

						
							
							2,346

						
							
							73 636 582

						
							
							5,69%

						
					

					
							
							2006

						
							
							134 775 761

						
							
							1,57

						
							
							2,525

						
							
							85 844 433

						
							
							16,57%

						
					

					
							
							2007

						
							
							138 871 489

						
							
							1,42

						
							
							2,681

						
							
							97 796 823

						
							
							13,92%

						
					

					
							
							2008

						
							
							168 640 950

						
							
							1,63

						
							
							2,752

						
							
							103 460 705

						
							
							5,79%

						
					

					
							
							Totales

						
							
							914 934 331

						
							
							---

						
							
							---

						
							
							548 870 596

						
							
							---

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			Entre 2002 y 2008 se destinaron a la Función Judicial casi mil millones de dólares de los Estados Unidos de América que, en dólares constantes del año 2000, sumaron 548 millones. Si bien el porcentaje del presupuesto del Estado destinado a la Función Judicial no ha variado significativamente (oscilando entre 1,42 y 1,9%, a lo largo de los siete años), el incremento del monto disponible en términos reales se ha duplicado a lo largo del periodo examinado, al pasar de 51 a 103 millones de dólares. El aumento del monto destinado a la Función Judicial ha sido constante en los siete años y, como se ve en el cuadro 20, solo en 2003 hubo un incremento real de más de 30%.

			La comparación entre estos incrementos de fondos destinados a la Función Judicial y las variaciones producidas en el número de causas resueltas por esta en primera y segunda instancia aparece en el cuadro 21.

			Cuadro 21. Causas resueltas vs. recursos destinados a la Función Judicial 
(2002-2008) 

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas resueltas

						
							
							% de incremento

						
							
							Monto asignado en US dólares constantes

						
							
							% de incremento

						
					

					
							
							2002

						
							
							230 393

						
							
							
							51 304 528

						
							
							---

						
					

					
							
							2003

						
							
							237 686

						
							
							3

						
							
							67 156 072

						
							
							30,89

						
					

					
							
							2004

						
							
							245 857

						
							
							3

						
							
							69 671 453

						
							
							3,74

						
					

					
							
							2005

						
							
							237 130

						
							
							-4

						
							
							73 636 582

						
							
							5,69

						
					

					
							
							2006

						
							
							267 374

						
							
							11

						
							
							85 844 433

						
							
							16,57

						
					

					
							
							2007

						
							
							233 370

						
							
							-15

						
							
							97 796 823

						
							
							13,92

						
					

					
							
							2008

						
							
							263 150

						
							
							11

						
							
							103 460 705

						
							
							5,79

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			La principal conclusión que puede derivarse del cuadro 21 es muy clara: no hay relación entre el incremento de recursos del Estado que se destinaron a la Función Judicial entre 2002 y 2008 y el número de causas resueltas en esta por la primera y la segunda instancias.

			Los recursos destinados a la Función Judicial se han traducido en un mayor número de judicaturas, tribunales, salas y, por supuesto, jueces. Entre 2002 y 2008 estos pasaron, conforme se vio en el cuadro 19, de 767 a 842. Podría decirse que este incremento de casi un 10% en el número de jueces se tradujo en un incremento de 14,2% en las causas resueltas, que es la diferencia en estas entre 2002 y 2008. Sin embargo, como la tendencia en las causas resueltas es errática (con los años 2005 y 2007 de claro «retroceso»), esa conclusión sería precipitada. Dada esa tendencia errática en el número de causas resueltas por año, debe reafirmarse la conclusión de que el incremento de tribunales y jueces no tiene un efecto constatado sobre el número de casos que el sistema de justicia resuelve. 

			1.5. Las causas pendientes

			El número de causas registradas como «pendientes» en primera y segunda instancias se mantuvo relativamente estable durante el periodo 2002-2008, acumulando una cifra en torno al millón cien mil causas, según puede verse en el cuadro 22.

			Cuadro 22. Causas pendientes en primera y segunda instancias (2002-2008) 

			
				
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Causas pendientes

						
					

					
							
							2002

						
							
							1 144 690

						
					

					
							
							2003

						
							
							1 092 015

						
					

					
							
							2004

						
							
							1 062 426

						
					

					
							
							2005

						
							
							1 081 660

						
					

					
							
							2006

						
							
							1 088 885

						
					

					
							
							2007

						
							
							1 019 919

						
					

					
							
							2008

						
							
							1 130 811

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			En las estadísticas que recolecta el Consejo de la Judicatura se registra trimestralmente el número de causas ingresadas, el de resueltas y el de pendientes. Parece lógico que, si se toma como referencia el informe del trimestre anterior que prepara cada unidad jurisdiccional del sistema, el número de causas pendientes sea la suma del saldo pendiente en el informe previo más las ingresadas menos las resueltas. En la unidad de Estadísticas del Consejo se recogió la versión de que esto no siempre es así, es decir, que las cifras así verificadas no siempre dan el resultado que deberían.

			Que las cifras de causas «pendientes» cada año se mantengan relativamente estables es algo que no deja de sorprender, dado el hecho de que, según se ha visto antes, cada año a partir de 2004 el número de causas ingresadas supera significativamente el de resueltas, según se vio en el cuadro 5. En conjunto, durante el periodo correspondiente a los siete años examinados para este análisis, se acumuló un total de 275 039 causas sin resolver que debieron incrementar el número de pendientes. Sin embargo, las cifras oficiales sobre estas últimas no revelan aumento: las pendientes se incrementaron solo en 16 121 causas. El cuadro 23 confronta los datos sobre causas «no resueltas» (diferencia entre ingresadas y resueltas) con las pendientes según las estadísticas del Consejo de la Judicatura.

			Cuadro 23. Causas «no resueltas» vs. causas pendientes (2002-2008) 

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Diferencia entre causas ingresadas y resueltas

						
							
							Causas pendientes en primera y segunda instancia

						
					

					
							
							2002

						
							
							48 174

						
							
							1 114 690

						
					

					
							
							2003

						
							
							26 942

						
							
							1 092 015

						
					

					
							
							2004

						
							
							-62 201

						
							
							1 062 426

						
					

					
							
							2005

						
							
							-45 488

						
							
							1 081 660

						
					

					
							
							2006

						
							
							-55 927

						
							
							1 088 885

						
					

					
							
							2007

						
							
							-76 951

						
							
							1 019 919

						
					

					
							
							2008

						
							
							-109 588

						
							
							1 130 811

						
					

					
							
							Total

						
							
							-275 039

						
							
							---

						
					

				
			

			Fuente: Consejo de la Judicatura, 2013. Elaboración propia.

			Si se toma solo el periodo entre 2004 y 2008, se acumuló durante él un total de 350 155 causas no resueltas. Sin embargo, en ese mismo lapso las causas pendientes crecieron en 68 385. Sea, pues, que se tome el periodo 2002-2008 o el lapso 2004-2008, estamos ante cientos de miles de causas «no resueltas» que no engrosaron el número de pendientes. ¿Dónde fueron? Hay dos posibles explicaciones, que ciertamente no son excluyentes.

			La primera es que la cifra de «no resueltas» indique un enorme número de causas abandonadas que, al ser retiradas del sistema, permite que, pese a que desde 2004 se resuelve bastante menos de lo que ingresa, el número de causas pendientes se mantenga estabilizado. Esta explicación tropieza con un hecho, al que se hará referencia en la sección siguiente de esta primera parte, que parece bastante claro: en el sistema judicial ecuatoriano no existe una práctica eficiente y constante para eliminar los casos en abandono10. Se ha intentado realizar acciones piloto, que han demostrado el peso de estos casos en la estadística, pero no se ha logrado introducir la limpieza de casos como una práctica permanente en juzgados y tribunales.

			La segunda explicación remite a la falta de rigor en la preparación de las estadísticas en la Función Judicial, asunto que será abordado en seguida en este texto. Pero si la falta de confiabilidad de las cifras fuera tal como para que un cuarto de millón de causas no tenga destino cierto en el lapso de siete años, se estaría ante un problema muy serio en el sistema de justicia, planteado por la magnitud de la información no confiable11.

			1.6. Dudas y reservas

			1.6.1. Falta de confiabilidad de las cifras

			En el primer informe comprehensivo acerca del sistema de justicia ecuatoriano, publicado en 1991, se advertía: «Existen serias dudas sobre la confiabilidad de las estadísticas que se publican. Los análisis que pueden hacerse con base en las estadísticas oficiales, conducen a resultados de dudosa realidad» (Chinchilla & Shodt, 1991).

			Diversos actores del sistema de justicia ecuatoriano, entrevistados a lo largo de la recolección de información para este trabajo, se refirieron a la falta de confiabilidad de las estadísticas de las que se dispone y que centraliza el Consejo de la Judicatura. La unidad de Estadística en esta entidad confirmó plenamente este hecho en la visita que hicimos el 17 de noviembre de 2009.

			Los principales factores que concurren a la falta de confiabilidad son:

			•	La insuficiente cobertura de la informatización, que conduce a que en la mayor parte de tribunales el levantamiento estadístico sea una tarea manual que no siempre se realiza con prolijidad, como demuestra el hecho de que las cifras entregadas para un año determinado varíen en los informes de años sucesivos, según reporta la unidad de Estadísticas del Consejo de la Judicatura.

			•	El descuido o la falta de adiestramiento en el manejo informático de algunos empleados, que hace que los datos incorporados al sistema informatizado SATJE contengan diversas deficiencias.

			•	Las limitaciones de recursos (personal y presupuesto) en la unidad de Estadística en el Consejo de la Judicatura, que impiden realizar trabajo de campo para verificar la validez de la información que reciben de los tribunales.

			•	La dejadez, de parte de jueces y secretarios, en la tarea de declarar el abandono y archivar los casos en los que no hay movimiento, según lo dispuesto por el artículo 398 del Código de Procedimiento Civil12.

			•	La tendencia, que según algunos informantes existe en los tribunales, a inflar las cifras de causas en trámite, que tiene como objeto justificar el retraso en sentenciar o reclamar la asignación de más recursos. En la mayoría de juzgados visitados con ocasión de la preparación del estudio sobre la producción jurisdiccional se incluye en el libro de ingresos asuntos de mero trámite que no requieren, propiamente, de una decisión judicial. Así, por ejemplo, se registra como ingresos cierto número de casos —en materia civil, laboral o en niñez y adolescencia— en los que las partes han llegado a un acuerdo transaccional y lo someten al juez para que tal acuerdo sea judicializado. En el ramo civil se registra como ingreso cualquier acto previo o diligencia preparatoria, que no implica decisión alguna del juez, como son la exhibición de documentos, confesiones e inspecciones judiciales. Asimismo, en niñez y adolescencia se tiene como ingresos las consignaciones voluntarias y los casos de permisos de salida del país, generalmente con fines de reagrupación familiar, con acuerdo de ambos padres.

			•	El hecho de que durante cierto tiempo el sistema informático no detectaba la multiplicidad de causas ingresadas sobre el mismo asunto, con el objeto de lograr que, no obstante el sistema aleatorio, alguna de ellas recayese en el juzgado que interesaba al demandante.

			•	La inflación del número real de sentencias, al considerarse como tales la actuación del juez en procedimientos no contenciosos o de mero trámite (diligencias previas, autorización de viaje de menor, juramento del curador, etcétera).

			Todos estos factores hacen que el número de causas ingresadas, el número de causas pendientes e incluso el de sentencias aparezca distorsionado, casi siempre en el sentido de aumentar las cifras13. Esto último funda la sospecha de que no se esté ante simples descuidos o inhabilidades sino que, tal vez, se trate de una política informalmente adoptada y mantenida que busca presentar logros donde no los hay en la medida en la que presentan cifras artificialmente acrecentadas.

			La unidad de Estadística ha venido solicitando, a través de diversas vías y oportunidades, que se lleve a cabo un inventario de causas que depure las que se hallan en abandono y en realidad no están en trámite ni pendientes, y que se generalice el sistema informático a todo el país y se adiestre al personal para que la información sea ingresada con el mayor rigor posible.

			1.6.2.	Efectos sobre la elaboración de la línea de base de la producción jurisdiccional

			Si tal es la situación de las cifras disponibles, hasta tanto no se produzca la depuración de causas aparentemente pendientes y no se establezca un mecanismo de alimentación de datos confiable, especular sobre la producción judicial a partir de los datos existentes parecería una tarea inútil14.

			Los estudios realizados en otros países sugieren que el hecho de que una causa ingrese al sistema no implica necesariamente que se esté buscando con ello una respuesta judicial directa. Por ejemplo, es relativamente frecuente que se ingrese una demanda en el ámbito civil y comercial —o incluso una denuncia en el ámbito penal— con el objeto de presionar al deudor a fin de que pague lo que debe, o al autor de un daño a que lo repare; en el caso comercial, obtenido el embargo y, en ocasiones, el objetivo perseguido, el caso queda en abandono real, que solo tardíamente es declarado como tal. Entidades como los bancos utilizan extensamente este mecanismo de cobro que, en rigor, no persigue alcanzar una decisión judicial.

			Ese hecho y otros —como la imposibilidad de seguir afrontando los costos de un abogado o el cuello de botella que paraliza o ralentiza la actuación de los fiscales— producen dos tipos de situaciones entre los expedientes:

			•	casos que han sido técnicamente abandonados y que el juzgado, debido a la falta de personal, al descuido o a una política no escrita, no encamina al archivo y mantiene estadísticamente como «pendientes», y

			•	casos inactivos porque la parte procesal que debiera promoverlo no lo hace y respecto de los cuales aún no ha transcurrido el plazo legal para que el abandono sea declarado.

			Cuando se califica un caso como «pendiente» puede entenderse que se trata de un proceso cuyo futuro pende de una decisión judicial a ser adoptada, situación que se asocia a una inacción del juez o del personal del juzgado que genera rezago. En la realidad, los casos realmente abandonados y los inactivos conforman una cantidad dada de procesos que hacen parte de la cifra estadística de causas pendientes y que, sin embargo, en ellos del juzgador no se espera nada (excepto que declare el abandono cuando legalmente corresponda); en verdad, no son carga de trabajo para el juzgado y en realidad, desde el punto de vista de la responsabilidad de la actividad judicial, no deberían ser considerados como «pendientes».

			La cantidad de estos casos —que podríamos calificar como «no pendientes» o «falsos pendientes»— depende de varios factores. Uno es la materia: probablemente en asuntos contencioso-administrativos los casos falsamente pendientes sean muchos menos debido a que allí demandan clientes relativamente importantes que están decididos a seguir hasta el final, costeando el abogado; pero es probable que en niñez y adolescencia ocurra lo contrario. Con la reforma procesal penal, la iniciativa se halla en el fiscal y muchos de los casos «pendientes» pueden estarlo debido a la inactividad del Ministerio Público. En materia comercial, como se ha señalado antes, demandar es un recurso de cobro, que no se encamina necesaria ni directamente hacia lograr la sentencia.

			En una alta medida, el asunto también depende de los comportamientos de los juzgados que, así como varían de un país a otro, son distintos de un juzgado a otro. En ciertos casos se realizan ejercicios para «limpiar» el juzgado periódicamente. En Ecuador no es esta una práctica predominante y, en consecuencia, no hay manera de saber cuántos son los efectivamente pendientes de acción del juzgado. Según la información recibida en la ciudad de Cuenca, en 2008 algunos juzgados hicieron una depuración para establecer el número efectivo de causas que se hallaban en proceso y requerían acción del juzgado; en ciertos casos, la carga habría llegado a disminuir en un tercio.

			Pese a la introducción de apoyos informáticos y al incremento de recursos económicos, la situación encontrada en 2009 se asemejaba a la descrita, diez años antes, en el informe del «Proyecto de apoyo al Poder Judicial de Ecuador en materia de estadísticas judiciales» preparado por los letrados del Consejo General del Poder Judicial de España, Jaime Jiménez Sánchez y Manuel Elola Somoza, y presentado en abril de 2000. En ese texto se formuló el siguiente diagnóstico del sistema de estadísticas judiciales:

			•	Los libros de las oficinas judiciales no respondían a los requerimientos de información estadística. 

			•	No existía una práctica uniforme sobre la forma de realizar las anotaciones en los libros.

			•	Los órganos de inferior jerarquía carecían de los más elementales recursos materiales y personales.

			•	Los datos que facilitaban los órganos informantes eran incompletos y poco fiables.

			•	Los funcionarios que de hecho introducían la información en los libros, carecían frecuentemente de la formación necesaria para expresarla con rigor.

			•	Los formularios estadísticos no satisfacían los requerimientos para el objeto al que estaban destinados.

			•	No se conseguía la remisión puntual y periódica de los formularios estadísticos.

			•	No existían mecanismos para conseguir la subsanación de los errores detectados en la información que remitían los órganos judiciales.

			•	Se carecía de programas informáticos para procesar y explotar los datos estadísticos.

			•	Los medios de los que disponía esa oficina eran obsoletos e insuficientes.

			•	La difusión y uso de la información estadística era muy escasa.

			•	La estructura y organización de la oficina de estadística no era idónea para el desarrollo de su función y entre sus integrantes no figuraban expertos en informática ni en derecho procesal (pp. 6-7).

			El informe concluía: «El actual sistema estadístico judicial ecuatoriano no constituye un instrumento válido para conocer la actividad desplegada por los órganos judiciales, ni para explotar y difundir la información capturada» (p. 8). El análisis efectuado para el presente trabajo llegó a determinar que en Ecuador no se conoce el número de causas que realmente se hallan en proceso en el sistema: los juzgados funcionan, para cierta porción de expedientes, como archivos donde se depositan causas efectivamente abandonadas o en un estado de indefinido de inactividad. Además, tampoco se conoce el número de verdaderas sentencias que cada instancia del sistema produce; en consecuencia, no es posible medir con certidumbre la productividad de cada juez.

			Una de las varias consecuencias de esta situación indica que tampoco se está en condiciones de proyectar el número de juzgados necesarios, por cuanto las cifras disponibles sobre carga o volumen de causas no son confiables.

			1.7. Conclusiones

			1.	El sistema de justicia padece de un problema de confiabilidad estadística15 bastante serio que no podrá ser resuelto mientras la generación de cifras no sea parte automatizada del trabajo regular de juzgados, tribunales y salas16. Inventarios periódicos y «depuraciones» de casos resultan costosos y no resuelven sino momentáneamente la dificultad.

			2.	Los datos referidos a ingresos de causas al sistema resultan relativamente más objetivos y menos susceptibles de manipulación, pero debe advertirse que la mayor parte de juzgados ingresa como causas asuntos de mero trámite que no requieren que el juez tome decisión alguna sobre ellos.

			3.	Las cifras sobre sentencias incluyen aquellas actuaciones judiciales que no implican decisión alguna de parte del juez —como, por ejemplo, los autos en los que se declara el abandono— pero que son sumadas con el propósito de mejorar los niveles de rendimiento aparente. La mayor parte de estas corresponden a los casos mencionados antes en este trabajo, que atañen a trámites que son judicializados. Incluirlos en las cifras sobre sentencias resulta particularmente inadecuado, dado que —como se reveló en el estudio cualitativo de sentencias que se presenta en la segunda parte de este trabajo— usualmente el juez se limita a aprobar lo presentado por las partes, sin ejercer el control de legalidad sobre los contenidos ni supervisar, en el caso de menores, el respeto del mejor interés del niño o el adolescente.

			4.	Las cifras sobre causas pendientes parecen incluir una proporción importante de los casos que aquí se han considerado «falsos pendientes» y, debido a no estar sujetas a verificación, poco es lo que puede decirse a partir de ellas. En particular, resulta inconveniente tomar decisiones sobre creación de nuevos tribunales a partir de información que no se puede verificar.

			5.	Del examen del material estadístico es clara la demanda creciente que existe sobre la primera instancia; esta situación se puede contrastar con lo que ocurre en segunda instancia, donde la tendencia es la contraria.

			6.	Durante el periodo de siete años que fue materia de análisis, la producción de sentencias en el sistema se mantuvo estabilizada en términos absolutos.

			7.	La productividad se halla estancada. En el periodo materia de análisis, cada juez de primera instancia ha producido en promedio siete sentencias por semana; cada juez de segunda instancia ha producido seis sentencias por semana y la tendencia es decreciente. Especialmente llamativo —en razón de la expectativa generada por el procedimiento penal reformado— es el caso de los jueces de los tribunales penales, que han producido en promedio dos sentencias al mes17.

			8.	Producción y productividad no han mejorado de manera significativa y estable con el incremento de tribunales y de jueces ocurrido entre 2002 y 2008.

			9.	Pese a que el presupuesto destinado a la Función Judicial se ha doblado en términos reales a lo largo de los siete años, el incremento de recursos no ha tenido efectos sobre la producción o la productividad del sistema.

			



2.	El análisis cualitativo

			En general, existe en Ecuador una impresión predominante acerca de la justicia que la concibe como deficiente e insatisfactoria. Desde encuestas de opinión hasta trabajos académicos se mueven en esa dirección. Pero se han realizado pocos estudios empíricos en torno a la calidad de la justicia en el país. Lo usual ha sido partir de diagnósticos simples, que parecen basarse en ciertas verdades generalmente aceptadas18, y pasar rápidamente a formular propuestas de reformas. En ocasiones, incluso algunos actores del sistema sostienen que «se sabe cuáles son los problemas» y que no hacen falta más diagnósticos sino que es preciso poner manos a la obra.

			Como resultado de este enfoque prevaleciente, el análisis del funcionamiento real del sistema de justicia ha sido escaso. Estudiar el producto principal del accionar del sistema —las decisiones judiciales— ha sido una preocupación limitada exclusivamente a las sentencias de la Corte Suprema —hoy Corte Nacional—, que deciden una porción mínima del conjunto de problemas que llegan a la justicia; porción que, debido a varias razones, no es representativa del universo de la carga judicial. De este modo, las decisiones que afectan a la mayoría de la población y que son atingentes a sus problemas cotidianos —cobro de una obligación, pensión de alimentos, robos y hurtos— no han sido objeto de atención, análisis y evaluación, ni de parte de los centros académicos, ni por entidades del propio sistema de justicia, aparte de la revisión a cargo de la instancia superior en los casos de apelación o casación que operan respecto a un sector reducido de sentencias de primera instancia19.

			Como consecuencia, hasta el momento de realizar el presente estudio no se sabía casi nada acerca de la calidad de las sentencias ecuatorianas, más allá de las impresiones y anécdotas referidas por actores del sistema. La falta de claridad acerca del contenido de la justicia que se imparte constituye un vacío fundamental en el abordaje del tema. Se sabe que la justicia es lenta, pero si al final de un largo proceso la decisión judicial no es la mejor posible, aquello que se ha considerado como uno de los problemas fundamentales de la justicia —el retardo— puede llegar a ser secundario.

			Este desconocimiento de la justicia efectivamente provista por el Estado a la población debilita la base para emprender cualquier acción de reforma. Si no se conoce la calidad de aquello que los jueces hacen, cómo saber de dónde se parte, qué cambios merecen atención y, en el futuro, cómo evaluar el estado que alcance la justicia como consecuencia de las reformas que se pongan en ejecución. De allí que realizar un estudio sistemático de las decisiones judiciales ecuatorianas, estando en el umbral de un proceso de transformación de la administración de justicia, fuera considerado un objetivo fundamental del proceso de puesta en ejecución del Código Orgánico de la Función Judicial.

			Para realizar el estudio se elaboró una muestra20 a partir de una técnica de muestreo probabilístico que utiliza un proceso de dos pasos para dividir la población en subpoblaciones o estratos. Tomando el universo de causas ingresadas en 2008, estratificado según materias, y habiéndose decidido restringir el margen de error a +/-3%, la muestra incluyó 1313 sentencias de todas las materias21, salvo tránsito, que fueron tomadas al azar en diez ciudades del país; 1151 (87,7%) correspondieron a primera instancia y 162 (12,3%) eran provenientes de segunda instancia, manteniendo la proporción que ambos niveles tienen en el universo de sentencias que se producen anualmente en el país. El cuadro 24 presenta el número de sentencias recogidas según materia.

			Cuadro 24. Sentencias recogidas según materia e instancia

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Materia

						
							
							Sentencias recogidas

						
							
							 Instancia 

						
					

					
							
							Primera

						
							
							Segunda

						
					

					
							
							Civil y comercial

						
							
							601

						
							
							 532

						
							
							69

						
					

					
							
							Niñez y adolescencia

						
							
							340

						
							
							 296

						
							
							44

						
					

					
							
							Penal

						
							
							146

						
							
							 146

						
							
							--

						
					

					
							
							Trabajo

						
							
							93

						
							
							 55

						
							
							38

						
					

					
							
							Inquilinato

						
							
							38

						
							
							 37

						
							
							1

						
					

					
							
							Contencioso- administrativo

						
							
							21

						
							
							 11

						
							
							10

						
					

					
							
							Fiscal

						
							
							28

						
							
							 28

						
							
							--

						
					

					
							
							Constitucional

						
							
							46

						
							
							 46

						
							
							--

						
					

					
							
							Totales

						
							
							1313

						
							
							 1151

						
							
							162

						
					

				
			

			Después de combinar tres criterios (conflictividad, volumen de carga judicial y ubicación en el territorio), se escogieron las ciudades de Quito, Guayaquil, Cuenca, Portoviejo, Machala, Ambato, Loja y Nueva Loja para recoger la muestra en ellas. Luego se decidió añadir Tulcán, como ciudad representativa de la problemática de la frontera norte, y Riobamba, en razón de la población indígena del área. En cada una de estas ciudades se recogió un número de sentencias proporcional al peso de la materia en esa ciudad. El cuadro 25 presenta el número de sentencias recogidas, según materia, en cada una de las provincias incluidas en la muestra.

			Cuadro 25. Sentencias recogidas según materia y provincia

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Provincia

						
							
							Civil y comercial

						
							
							Niñez y adolescencia

						
							
							Penal

						
							
							Trabajo

						
							
							Inquilinato

						
							
							Contencioso-administrativo

						
							
							Fiscal

						
							
							Constitucional

						
							
							Total

						
					

					
							
							Azuay

						
							
							100

						
							
							58

						
							
							--

						
							
							26

						
							
							2

						
							
							--

						
							
							--

						
							
							4

						
							
							190

						
					

					
							
							Carchi

						
							
							12

						
							
							5

						
							
							--

						
							
							--

						
							
							--

						
							
							--

						
							
							--

						
							
							--

						
							
							17

						
					

					
							
							Chimborazo

						
							
							28

						
							
							18

						
							
							--

						
							
							2

						
							
							1

						
							
							--

						
							
							--

						
							
							1

						
							
							50

						
					

					
							
							El Oro

						
							
							38

						
							
							19

						
							
							18

						
							
							8

						
							
							2

						
							
							--

						
							
							--

						
							
							7

						
							
							92

						
					

					
							
							Guayas

						
							
							126

						
							
							72

						
							
							89

						
							
							3

						
							
							10

						
							
							6

						
							
							7

						
							
							18

						
							
							331

						
					

					
							
							Loja

						
							
							51

						
							
							16

						
							
							--

						
							
							5

						
							
							2

						
							
							--

						
							
							--

						
							
							5

						
							
							79

						
					

					
							
							Manabí

						
							
							66

						
							
							82

						
							
							--

						
							
							14

						
							
							4

						
							
							--

						
							
							--

						
							
							2

						
							
							168

						
					

					
							
							Pichincha

						
							
							136

						
							
							37

						
							
							39

						
							
							27

						
							
							13

						
							
							15

						
							
							21

						
							
							9

						
							
							297

						
					

					
							
							Tungurahua

						
							
							37

						
							
							27

						
							
							--

						
							
							5

						
							
							5

						
							
							--

						
							
							--

						
							
							--

						
							
							73

						
					

					
							
							Sucumbíos

						
							
							7

						
							
							6

						
							
							--

						
							
							3

						
							
							--

						
							
							--

						
							
							--

						
							
							--

						
							
							16

						
					

				
			

			Con el propósito de facilitar el encontrar que los casos muestreados estuviesen sentenciados, incluso en segunda instancia, la muestra se aplicó sobre los casos ingresados en el año 2006. Con base en el libro de ingresos de cada juzgado o tribunal y la cifra de sentencias que debía recogerse en él, se calculó un múltiplo que, aplicado al listado de ingresos, indicó sucesivamente la numeración de los casos que debían ingresar en la muestra. En la eventualidad de que un caso no estuviera sentenciado —o no contuviera una decisión judicial propiamente tal— se tomó, sucesivamente, el anterior y el posterior, hasta encontrar algún otro que contase con sentencia.

			Conviene precisar qué es lo que se examinó en las sentencias analizadas. Puede empezarse por subrayar que no se trató de efectuar un análisis que condujera a una nueva sentencia del caso, principal tentación que surge al examinar una sentencia. En primer lugar, ese objetivo hubiese sido inconducente, debido a que el objetivo era conocer la sentencia en sí, no resolver el problema originalmente planteado ante el conocimiento del aparato de justicia. En segundo lugar, el propósito hubiese resultado de imposible realización, debido a que el trabajo de investigación tomó como objeto de estudio solo las sentencias y no el conjunto del expediente.

			En consecuencia, el foco del análisis se centró en dos aspectos fundamentales. De una parte, la claridad y coherencia interna de la decisión, que se tradujo en preguntas de trabajo como: ¿la decisión cuenta con pruebas suficientes para justificarla?, o ¿incluye la sentencia un razonamiento que explique el monto de pensión alimenticia impuesto o la pena de quien fue condenado? De otra parte, se prestó atención al manejo técnico que la sentencia exhibía. La mención y el análisis de los preceptos legales aplicables, el uso de normas constitucionales, de la jurisprudencia y la doctrina jurídica, fueron algunos de los asuntos que, escrutados objetivamente, podían dar una idea del nivel del manejo profesional que la sentencia revelaba22. La información extraída de las sentencias fue vaciada en una base de datos que permitió tabular los resultados y efectuar los cruces que se estimaron necesarios23.

			Luego de presentar la información acerca de dilación que sale de la muestra examinada, en lo que sigue de este texto se enfoca, primero, el problema más importante hallado en las sentencias: el manejo probatorio. Se examina en seguida el manejo jurídico que exhiben las decisiones judiciales analizadas. A continuación se identifica en las decisiones un conjunto de prácticas judiciales que, dentro o fuera de los márgenes de la ley, revelan modos de entender la tarea jurisdiccional. Se esboza luego la posición que el juez de estas sentencias adopta frente al proceso. Se abordan en seguida brevemente las cuestiones de forma en las sentencias. Se añaden algunas observaciones específicas sobre ciertas materias que requieren mayor atención. Se formulan algunas anotaciones sobre el papel de los abogados en los procesos judiciales. Y se termina proponiendo algunas conclusiones.

			2.1. Retardo

			Hecha la tabulación del conjunto de la muestra, un primer dato resultante alude a la dilación en el proceso que, aunque no fue objeto directo del trabajo, surgió mediante el cotejo entre el año de inicio del caso (2006 para todas las sentencias integrantes de la muestra) y el año de la sentencia. Tratándose de primera instancia, los resultados aparecen en el cuadro 26.

			Cuadro 26. Año de resolución en primera instancia de sentencias muestreadas

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Año 

						
							
							Sentencias

						
							
							%

						
					

					
							
							2006

						
							
							594

						
							
							51,7

						
					

					
							
							2007

						
							
							404

						
							
							35,1

						
					

					
							
							2008

						
							
							114

						
							
							9,9

						
					

					
							
							2009

						
							
							 38

						
							
							3,3

						
					

				
			

			Los datos del cuadro 26 revelan que algo más de la mitad (51,7%) de las causas ingresadas en 2006 y que a final de 2009 habían sido resueltas, lo fueron en el mismo año de ingreso. Otro tercio (35,1%) recibió sentencia en el curso del año siguiente al de ingreso. Pero en 13,2% de las causas ingresadas en 2006 recibieron sentencia en los años 2008 o 2009. Para apreciar mejor el significado de estas cifras, en relación con la dilación en sentenciar, debe tenerse presente que, en el momento de seleccionar los casos integrantes de la muestra, hubo de descartarse aquellos casos ingresados en 2006 y que, a fines de 2009, aún no habían sido sentenciados. De modo que el cuadro 26 solo presenta indicadores parciales respecto a la dilación. El cuadro 27 desagrega los datos según materias.

			Cuadro 27. Año de resolución en primera instancia, según materias (%)

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Materia

						
							
							2006

						
							
							2007

						
							
							2008

						
							
							2009

						
							
							Total casos

						
					

					
							
							Civil y comercial

						
							
							52,2

						
							
							35,0

						
							
							9,4

						
							
							3,4

						
							
							531

						
					

					
							
							Niñez y adolescencia

						
							
							55,4

						
							
							31,4

						
							
							11,1

						
							
							2,0

						
							
							296

						
					

					
							
							Penal

						
							
							37,0

						
							
							49,3

						
							
							13,0

						
							
							0,7

						
							
							146

						
					

					
							
							Trabajo

						
							
							60,0

						
							
							29,1

						
							
							 10,9

						
							
							--

						
							
							55

						
					

					
							
							Inquilinato

						
							
							51,4

						
							
							45,9

						
							
							2,7

						
							
							--

						
							
							37

						
					

					
							
							Contencioso-administrativo

						
							
							 9,1

						
							
							9,1

						
							
							 18,2

						
							
							 63,6

						
							
							11

						
					

					
							
							Fiscal

						
							
							25,0

						
							
							57,1

						
							
							--

						
							
							17,9

						
							
							28

						
					

					
							
							Constitucional

						
							
							84,8

						
							
							 6,5

						
							
							6,52

						
							
							2,2

						
							
							46

						
					

				
			

			Con la salvedad ya señalada, acerca de que los datos consignados se refieren solo a las causas ingresadas en 2006 y que habían sido resueltas a fines de 2009, el cuadro 27 muestra diferencias de velocidad según materias. Como se vio en el cuadro 26, el promedio general de las sentencias muestreadas indicaba que aproximadamente la mitad se resolvieron en el mismo año 2006. Alrededor de ese promedio estuvieron las causas civiles y comerciales (52,16%), las de niñez y adolescencia (55,4%) y las de inquilinato (51,35%). Las penales —dado que antes de ser sentenciadas en el tribunal penal tuvieron que pasar por el juzgado penal— tuvieron en el segundo año la mitad de las causas resueltas (49,31%). Las causas laborales tuvieron la mayor rapidez (60% resueltas en el año de ingreso) y las contencioso-administrativas aparecieron como las más lentas (63,63% en 2009). En materia constitucional, dado el carácter sumario del trámite, llama la atención que, pese a que la mayoría de causas (84,78%) fueran resueltas en el mismo año de ingreso, alguna viera postergada su resolución hasta 2009.

			Aunque los datos sobre el año de resolución en segunda instancia se refieren a un número limitado de sentencias —que corresponde al bajo número de apelaciones que el sistema recibe— y, teniendo en cuenta que la oportunidad de la segunda sentencia depende en buena medida de la demora producida para expedir la primera, son de interés los datos del cuadro 28, donde se indica cuándo se sentenciaron en segunda instancia los casos ingresados en 2006 que fueron parte de la muestra.

			Cuadro 28. Año de resolución en segunda instancia de sentencias muestreadas

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Año 

						
							
							N

						
							
							Sentencias (%)

						
					

					
							
							2006

						
							
							94

						
							
							58,0

						
					

					
							
							2007

						
							
							42

						
							
							25,9

						
					

					
							
							2008

						
							
							17

						
							
							10,5

						
					

					
							
							2009

						
							
							9

						
							
							 5,6

						
					

				
			

			La velocidad de resolución en segunda instancia, a partir de los datos de la muestra, parece sensiblemente mayor que la correspondiente a primera instancia, puesto que tomando 2006 como año de ingreso de la causa al sistema, más de la mitad de los casos llegados en apelación fueron resueltos en ese mismo año.

			2.2. Prueba

			El déficit más importante hallado en las sentencias judiciales examinadas gira en torno al tratamiento de la prueba, aspecto que comprende lo relativo a:

			•	qué debe probarse,

			•	quién debe probar,

			•	cómo debe probarse, y

			•	qué análisis debe desarrollar el juez acerca de hechos y pruebas.

			En relación con qué debe probarse, las sentencias no siempre se concentran en aquellos elementos probatorios que, debido a corresponder a previsiones normativas, tienen trascendencia para configurar determinada situación con efectos jurídicos. Como consecuencia, en cierto número de sentencias el juzgador se distrajo en asuntos jurídicamente irrelevantes. Por ejemplo, en materia penal es usual que las sentencias destaquen el reconocimiento del lugar, que en muchos casos resulta de muy poca importancia para determinar los rasgos jurídicamente significativos del hecho delictivo y la responsabilidad del acusado.

			En contraste, en ciertos asuntos, el juez parece ignorar qué es aquello que debe probarse. Este asunto resaltó más en los amparos constitucionales y en materia de pensiones alimenticias. En el primer caso, el razonamiento del juzgador mostró que no estaba orientado por aquello que, según establecen las normas, debe probarse en materia de amparo. En el segundo caso, siendo así que el Código de la Niñez y Adolescencia dispone que debe probarse tanto las necesidades de quien requiere alimentos como las capacidades de aquellos que están obligados a prestarlos, como se verá más adelante en detalle, estos hechos —jurídicamente centrales en este asunto— aparecieron constantemente desatendidos en la mayoría de sentencias sobre pensiones alimenticias.

			En algunos casos, el objeto de prueba pareció descaminado. Este fue el caso de una demanda por el derecho de la mujer embarazada a alimentos (227-2006, 6.12.06) en el que el demandado solicitó que se efectuase la prueba de ADN a un menor que en la sentencia no se precisa quién es —si es otro hijo de la actora y el demandado, o se trata de quien en el momento de la demanda estaba por nacer y ya había nacido—, la prueba se efectuó y arrojó resultado positivo. Sin haberse precisado si se trata del hijo de las partes en litigio, el juez declaró en su sentencia la paternidad que no se había demandado.

			De mayor trascendencia es el segundo aspecto —quién debe probar—, dado que la tendencia reconocida en las sentencias presenta a un juzgador convencido de que las partes —el Ministerio Público en materia penal y los particulares en la mayor parte de casos— son quienes tienen la obligación de probar. «Quien alega debe probar lo alegado», es el principio que bajo diversas expresiones se recoge con frecuencia en las decisiones judiciales ecuatorianas. El juzgador, según esta postulación, debe escuchar o leer todo aquello que las partes traigan ante él para convencerlo de determinados hechos, convencimiento que debe acercarlo a la pretensión de quien alegó el hecho y aportó la prueba. En suma, el juez está a lo que las partes prueben.

			En esa postulación se constatan dos omisiones. La primera atañe a la función primigenia del juez, que no es fallar de acuerdo a lo alegado y probado por las partes, sino que corresponde a un rango más alto: administrar justicia. Esta es su misión, la que le ha sido encargada por la república —según indica formalmente el texto de los propios fallos—, y en función de ella debe ordenar su actuación. La segunda corresponde a la diversidad de normas legales que, precisamente, facultan al juez o le ordenan que, en cuanto lo estime necesario para establecer la verdad de los hechos, disponga lo conveniente para contar con las pruebas que él determine.

			La Constitución de 1998, que era el texto vigente en ocasión de producirse una buena parte de las sentencias muestreadas para este trabajo, contenía un principio de la administración de justicia que resulta de la mayor relevancia en este aspecto: «El sistema procesal será un medio para la realización de la justicia» (art. 192), principio que, precisamente, al disponer una relación de medio a fin entre las exigencias del proceso y la administración de la justicia, orienta al juez en lo que es el norte de su tarea, jerarquizando los mecanismos procesales en un nivel instrumental respecto del eje de la tarea jurisdiccional.

			La Carta Constitucional de 2008 recoge el mismo principio (art. 169) pero lo amplía, de una parte, al establecer que «No podrá alegarse falta de norma jurídica para justificar la violación o el desconocimiento de derechos, ni «para desechar la acción por esos hechos ni para negar su reconocimiento» (art. 11.3) y, de otra parte, al ordenar que «En materia de derechos y garantías constitucionales, las servidoras y servidores públicos, administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y la interpretación que más favorezcan su efectiva vigencia» (art. 11.5). Resulta difícil hacer compatible estas normas constitucionales con la figura de un juzgador que espera que las partes prueben lo que han alegado, por lo menos habiendo derechos constitucionales de por medio.

			Pero aún sin tratarse de derechos reconocidos por la Constitución, en diferentes materias las leyes han establecido la obligación del juez de ordenar pruebas para llegar a la verdad de los hechos. Así, en materia civil, el art. 118 del Código de Procedimiento Civil dispone que «Los jueces pueden ordenar de oficio las pruebas que juzguen necesarias para el esclarecimiento de la verdad, en cualquier estado de la causa, antes de la sentencia. Exceptúase la prueba de testigos, que no puede ordenarse de oficio [...]».

			En materia penal, el art. 252 del Código de Procedimiento Penal —bajo cuyos dictados se procesaron todas las causas comprendidas en la muestra— reconocía «la iniciativa probatoria de los jueces en la audiencia» y «las nuevas pruebas que ordene el tribunal penal», con el objeto de obtener «La certeza de la existencia del delito y de la culpabilidad del acusado», que debe provenir de «las pruebas de cargo y descargo». El art. 301 precisaba que el presidente del tribunal penal «tendrá la facultad de llamar a cualquier persona para interrogarla y de ordenar que se exhiban ante el tribunal los objetos o documentos que considere necesarios para esclarecer el hecho o alguna circunstancia alegada por las partes»24.

			En asuntos laborales, el Código del Trabajo establece claramente la facultad del juez para «ordenar la realización de pruebas que estime procedentes para establecer la verdad de los hechos materia del juicio» (art. 577).

			Tratándose de asuntos relativos a alimentos, el art. 293 del Código de la Niñez y Adolescencia dispone, para los juicios de pensión alimenticia, que «El juez podrá ordenar de oficio la práctica de las pruebas que estime necesarias para establecer la capacidad económica del alimentante y las necesidades del alimentado».

			En la muestra de sentencias utilizada para este trabajo se encontró un número mínimo de casos —16 en el conjunto de la muestra, esto es apenas por encima de 1%— en los que el juez había ordenado pruebas para llegar a la verdad, como corresponde a su función y dispone la ley. Ni en los 146 casos examinados en materia penal, ni en los 93 asuntos laborales que fueron muestreados se halló un solo caso en el que el juzgador ordenara pruebas. Entre los pocos casos encontrados que fueron contra la corriente predominante, trece correspondieron a niñez y adolescencia, y otros tres correspondieron a materia civil. Importa retener estos datos porque empiezan a configurar un perfil del juez ecuatoriano en el que predomina —no importa la materia a su cargo— la pasividad. En lo tocante a las pruebas, esto significa que son las partes quienes tienen que probar los hechos que alegan y el juez, aunque advierta la necesidad de echar mano a otros elementos probatorios para llegar a la verdad de los hechos, se rehúsa a hacerlo.

			Un uso judicial, contrario a aquello que la ley establece, puede explicar esta ausencia de iniciativa del juzgador en materia probatoria. Si, como algunos informantes sugirieron, hay un cierto número de jueces que solo toman conocimiento del caso cuando está listo para ser sentenciado —y no supervisan su desarrollo desde que ingresa sino que dejan las diversas fases en manos del personal del juzgado o el tribunal—, aún cuando el juez advirtiera la necesidad de otras pruebas, el momento procesal podría ser tardío para ordenarlas. La falta de inmediación del juez —ese viejo mal de la administración de justicia latinoamericana— estaría, pues, en la raíz de la omisión de su responsabilidad en materia probatoria.

			El tercer aspecto a examinar corresponde a cómo debe probarse. En la lectura de sentencias destaca la importancia concedida a los testigos como prueba. Es lo que se hace claramente explícito en el texto de una resolución emitida por una corte provincial —que no fue parte de la muestra—, en la que se rechazó la apelación porque

			[...] ni en primera instancia ni en esta el actor ha presentado prueba testimonial para justificar que está en posesión del inmueble [...] medio probatorio de trascendental importancia en esta clase de juicios y que no puede ni debe ser suplido con otro. Según nuestro ordenamiento procesal civil para probar hechos, como la posesión, se requiere de por lo menos la presentación de dos testigos idóneos (1ª sala de lo Civil, 369-04).

			Los datos extraídos de la muestra corresponden, en cierta medida, a ese criterio que, pese a su falta de fundamento legal, parece predominante: en una de cada cinco sentencias examinadas (19,6%), los testigos fueron la prueba que cobró mayor peso y en el análisis efectuado se evaluó que en 16% de los casos se había circunscrito la prueba a las testimoniales, siendo así que la naturaleza de los hechos a probar requería otro tipo de pruebas.

			Un ejemplo en materia penal (146-06, 14.12.07) puede ilustrar el uso privilegiado de la prueba testimonial. Una madre denunció a su conviviente, luego de abandonarlo, por haber abusado sexualmente de los hijos de ella, de 2 y 4 años de edad. La madre sostuvo que al volver a casa encontró a su pareja con los dos niños, asustados y uno de ellos con el pantalón bajo; los examinó y notó que ambos tenían el ano enrojecido. El examen médico comprobó que, en efecto, en ambos casos se notaba el efecto de manipulaciones y uno de los niños presentaba escoriaciones en los pliegues anales. El examen psicológico encontró manifestaciones de ansiedad y fijaciones de tipo sexual en ambos menores. Habiendo negado los hechos por los que se le procesó, el acusado presentó dos testigos que dijeron haber estado en la casa de la pareja unas horas después de los hechos denunciados y haber encontrado una situación de normalidad tanto entre marido y mujer como en los niños. Con estos testimonios, el tribunal decidió la absolución del acusado. En un caso en el que el responsable del área financiera de una empresa fue acusado de apropiarse indebidamente de medio millón de dólares (92-06, 14.8.06), la única prueba para condenarlo por tal delito fueron los testimonios de cuatro personas, que en la sentencia no aparecen claramente identificadas ni sus declaraciones son citadas textualmente, siendo así que la naturaleza del hecho requería de otros elementos probatorios.

			Los ejemplos que pueden ofrecerse en materia civil adquieren carácter sistemático respecto a ciertos asuntos. Uno es la prescripción adquisitiva de dominio y otro es el abandono de hogar. Aunque ambos casos serán examinados más adelante con mayor profundidad, al abordarse las prácticas judiciales, puede adelantarse que dos testigos son suficientes —en ocasiones incluso frente a otros elementos de prueba— para probar tanto el haber poseído un bien inmueble durante el lapso que exige la ley para solicitar judicialmente el dominio, como para demostrar sin lugar a dudas que el cónyuge demandado abandonó el hogar y que, desde entonces, entre los casados jamás se produjo ningún tipo de relación marital. Igualmente, dos testigos son suficientes para probar que es necesario y conveniente vender bienes de menores o constituir hipoteca sobre ellos (por ej., 606-2006, 6.12.06).

			En niñez y adolescencia los testigos son de utilidad en diferentes tipos de litigio. Así, en un caso de tenencia (153-2006, 21.12.06), tres testigos comparecen para dar fe de las condiciones en que se halla la niña cuya tenencia reclama el padre. No se puede deducir de la sentencia si estos testimonios fueron, para la decisión, más importantes que el informe de la Oficina Técnica de los Juzgados de Niñez y Adolescencia, que es una instancia especializada para analizar este tipo de situaciones y preparar el informe correspondiente al juez. Algo similar ocurre en un caso de privación de la patria potestad (1626-2006, 27.8.07), en el que la mala conducta del padre, que es alegada por la madre, encuentra base probatoria en tres testigos a cuyas declaraciones testimoniales la sentencia dedica más espacio y atención que al informe respectivo de la Oficina Técnica.

			Un testimonio privilegiado es el de los policías que aprehenden a una persona que, en su momento, es llevada a juicio. En cierto número de casos, especialmente vinculados a la tenencia de drogas, no existe otra prueba que el parte de aprehensión, ratificado por los autores ante el tribunal, que aseguran haber registrado al sujeto y haberle encontrado entre la ropa aquellas sustancias que posteriormente la prueba de laboratorio identifica entre aquellas sujetas a control.

			Finalmente, el aspecto más importante es el análisis a cargo del juez que tiene ante sí determinados alegatos sobre los hechos, provenientes de una y otra parte, y un conjunto de medios de prueba que han sido desplegados por los litigantes. El Código de Procedimiento Civil previene de que «El juez no tendrá obligación de expresar en su resolución la valoración de todas las pruebas producidas, sino únicamente de las que fueron decisivas para el fallo de la causa» (art. 119). Acaso la regla pueda ser extendida por interpretación analógica a otras materias pero, en cualquier caso, debemos entender que el mandato tácito de la norma citada es que el juez debe expresar en su resolución la valoración de aquellas pruebas que fueron decisivas para resolver; esto es, que el juez debe no solo apreciar las pruebas como un proceso intelectual de carácter interior sino que, en la sentencia, tiene que comunicar su razonamiento probatorio: qué elementos le produjeron convicción acerca de qué hechos alegados. En palabras de las resoluciones de la Corte Suprema (ahora Corte Nacional), que en materia penal se han reiterado en múltiples ocasiones, se trata de lo siguiente:

			El Juez debe consignar las razones que lo llevan a tener por acreditados o no, ciertos o falsos los hechos que constituyen los elementos materiales del delito, enunciando las pruebas de que se sirve en cada caso y expresando la valoración que haga de ellas, es decir, la apreciación sobre si lo conducen relativamente al supuesto del hecho investigado o a una conclusión afirmativa o negativa. [...] para ser motivada la resolución en los hechos, debe suministrar las pruebas en que se fundan las conclusiones fácticas, esto es demostrarlas. (Corte Suprema de Justicia, Tercera sala de lo penal, Expediente 360, 9.8.06, Registro Oficial 102, 11.6.07).

			Ese es el principal elemento ausente en las sentencias ecuatorianas, en cuanto a prueba se refiere, como revelan los hallazgos del análisis efectuado sobre las sentencias muestreadas, en torno a seis interrogaciones que fueron usadas para guiar el examen objetivo del tema.

			•	¿Se analizan las pruebas? En casi uno de cada cinco casos (18,6%) no se encontró análisis de pruebas en la sentencia; si a este dato se agrega el de los casos en que se halló solo «algo» de análisis (17,6%), más de un tercio del total de sentencias examinadas (36,2%) no alcanzó un nivel satisfactorio de análisis de pruebas, como el correspondiente a las categorías de «bastante» análisis o análisis «en detalle».

			Un caso tal vez extremo, pero demostrativo, es el de un cobro por título ejecutivo (0017-2006, 29.11.07) en el que la sentencia ni siquiera establece cuál era el título ejecutivo por el que se demandó ejecutivamente el pago del capital adeudado, ni tampoco la cantidad por la que se planteó la demanda. Así, sin mención de asuntos fundamentales de la demanda, la sentencia ordenó el pago. En el caso del asalto a un bus (76-06, 24.1.07), los testigos del hecho discreparon en torno a la identidad de los asaltantes; desde el parte de aprehensión aparece que un sector de testimonios no los reconoce, mientras que otro sí los señala. Se condenó a los acusados sin establecerse por qué algunos de los testimonios constituyeron prueba que prevaleció sobre los testimonios en contrario.

			Aquello que resultó frecuente encontrar en las sentencias que integraban la muestra fue la enunciación de las pruebas sin que fuera seguida del correspondiente análisis. En materia civil, ese patrón se siguió en decisiones como las correspondientes a 462-2006, 15.12.06 y 0035-2006, 7.9.07. En niñez y adolescencia se constató el mismo modelo en 995-2006, 11.5.07 y 1534-2006, 7.9.06. En materia penal, fue el caso de las decisiones pertenecientes a 391-06, 8.3.07; 72-06, 31.1.07; y 67-06, 12.2.07. Un ejemplo como el que sigue (391-06, 8.3.07) puede ser suficientemente ilustrativo:

			SEGUNDO TRIBUNAL PENAL DE [...] TERCERO.- En la audiencia de juzgamiento el Fiscal produjo como prueba: a) Copia de la matrícula que acredita la propiedad de [...], de una motocicleta marca OROMOTO, placas GYZ981; b) El testimonio del SGTO. [...], agente aprehensor, quien manifiesta que el perjudicado se había acercado y le había narrado que había sido objeto de un asalto, donde habría sido sustraída su motocicleta, por lo que emprendió la búsqueda consiguiendo aprehenderlo dentro de un domicilio al que había ingresado; c) El testimonio del CBO. [...], perito del arma, quien se ratifica en el informe, exponiendo que es un revólver de fabricación artesanal, número LG03261, calibre 38; d) El testimonio del SGTO. [...], agente que realizó el informe investigativo, quien se ratifica en su informe; e) Copias certificadas de la sentencia emitida por este Tribunal con fecha 7 de mayo del 2001, en la que se sentenció al acusado a una pena de prisión correccional de un año. Por su parte el acusado negó su participación en el delito imputado, agregando que lo detuvieron en la casa de un amigo llamado [...] situada en Oriente y Sedalana. En los debates el Fiscal solicitó que se apliquen las disposiciones contenidas en los artículos 550 y 552 circunstancia segunda del Código Penal y la defensa solicitó la absolución del acusado. CUARTO.- El Tribunal haciendo un estudio del acervo probatorio antes enunciado a la luz de la regla de la sana crítica encuentra que se encuentra debidamente probada tanto la materialidad de la infracción como la responsabilidad del acusado en el grado de autor del tipo penal al que hace referencia los artículos 550 y 552 circunstancia segunda del Código Penal, así como el hecho de estar incurso el acusado en la regla 8va. Ibídem, de manera que deberá aplicarse sin modificación la pena máxima a la que hace referencia dicho artículo. Con estas consideraciones y [...] ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY sentencia a [...] a la pena de SEIS AÑOS DE RECLUSIÓN MENOR ORDINARIA [...].

			La falta de análisis es usualmente disimulada, como ocurre en el caso citado, por la apelación a la sana crítica, en torno a la cual se introduce fórmulas estándar como: «Analizada la prueba en su conjunto de acuerdo a las reglas de la sana crítica»; «las pruebas actuadas por las partes en contienda, su valoración en conjunto y al amparo de las reglas de la sana crítica, conducen a establecer con claridad lo siguiente:» o las más elementales: «De lo que se deja analizado se colige:» y «es evidente que». Después de una de estas expresiones rituales viene la decisión.

			•	¿Se sopesaron adecuadamente los medios de prueba relevantes en relación con los hechos materia del conflicto? Los resultados fueron similares a los de la pregunta anterior: las categorías «algo» y «nada» afectaron a 29,4% de la muestra. En materia penal, el porcentaje descendió a 20,5%, correspondiente generalmente a casos donde los medios de prueba acerca de la responsabilidad de los acusados se limitaban a los partes de aprehensión o algún testigo.
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